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1INTRODUCCIÓN 

Desde el inicio de la transición a la democracia, Chile ha 

hecho esfuerzos sostenidos en el tiempo por enfrentar el 

legado de los crímenes del pasado a través de la búsqueda 

de la verdad, la justicia y las reparaciones. Estos esfuerzos 

han estado, a la vez, acompañados de tensiones propias 

del tipo de transición a la democracia que atravesó el país, 

la que transcurrió en un contexto de polarización entre 

el apoyo y el rechazo al régimen dictatorial del General 

Pinochet, refl ejando que “el tratar con un legado de re-

presión del pasado es un asunto de exigencia moral, pero 

también de viabilidad política”1. Algunas de esas tensiones 

perduran hasta nuestros días, y acompañan el proceso de 

elaboración de una memoria que cada vez más se instala en 

nuestro país. Este año, diversos programas televisivos como 

“Doce días que conmovieron a Chile” o los “Archivos del 

Cardenal” han contribuido a que dicha memoria sea acce-

sible a una gran mayoría. El debate que en torno a dichos 

programas se generó da cuenta de la vigencia de la discu-

sión respecto a cómo enfrentar el pasado, más allá que los 

esfuerzos en materia de verdad hayan logrado instalar una 

verdad ofi cial incuestionable, y su estrecha relación con la 

profundización democrática a futuro.

La experiencia del holocausto en la Segunda Guerra Mun-

dial y los episodios de masivas y sistemáticas violaciones a 

los derechos humanos que desde entonces se han cometi-

do en el mundo fueron consolidando la idea de los críme-

nes de lesa humanidad, es decir, aquellos que por su grave-

dad, sistematicidad y masividad remueven la conciencia de 

la humanidad hasta su codifi cación universal en el Estatuto 

de Roma que crea la Corte Penal Internacional. Junto con 

1 Zalaquett, José, “La reconstrucción de la unidad nacional y el legado de 
violaciones de los derechos humanos”, disponible en www.cdh.uchile.cl 

ello y frente a la falta de voluntad de los Estados para juzgar 

a sus agentes en tanto perpetradores de dichos crímenes 

se desarrollaron principios que buscaron orientar a los Es-

tados en sus obligaciones de acceso a la verdad sobre lo 

ocurrido, a una justicia adecuada y efectiva, a la reparación 

integral de las víctimas y a garantizar que estos hechos no 

se repitieran en las sociedades que se habían visto afecta-

das. En este sentido, el Consejo de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas ha planteado la importancia que entraña 

afrontar las secuelas de las violaciones sistemáticas mediante 

“un enfoque global que abarque toda la gama de medidas 

judiciales y no judiciales, en particular los procesamientos 

individuales, las reparaciones, la búsqueda de la verdad, la 

reforma institucional (…)”2, entre otras.

A continuación se analizan algunas de las principales inicia-

tivas y políticas en el campo de la búsqueda de la verdad, la 

justicia y la reparación3 desarrolladas por el Estado de Chile 

a partir del año 1990, en respuesta a las violaciones a los 

derechos humanos cometidas entre septiembre de 1973 y 

marzo de 1990. 

Los avances del Estado de Chile en materia de reconoci-

miento de la verdad de lo ocurrido en dicho período, los 

fallos emitidos por la Corte Suprema entre enero y sep-

tiembre de este año, la situación actual del cumplimiento de 

la sentencia del caso Almonacid, y la labor del Programa de 

Derechos Humanos del Ministerio del Interior, entre otros, 

2 Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/18/L.22, 26 
de septiembre de 2011.

3 Las políticas impulsadas por el Estado en esta materia son más amplias 
que las que aquí se detallan. Otras medidas de reparación y resarcimien-
to que no están consideradas en el presente apartado son, por ejemplo, 
la devolución de bienes a organizaciones sociales y partidos políticos, y 
las políticas dirigidas a exonerados de la tierra, entre otras. 
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se analizan en este capítulo en cuanto constituyen hechos 

que se produjeron durante el año. Así mismo, la entrega 

del Informe de la Comisión Asesora para la Califi cación de 

Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de 

Prisión Política y Tortura, la que en el mes de agosto pro-

porcionó los resultados del estudio de los más de 30 mil 

testimonios recibidos; las inconsistencias detectadas en el 

proceso de califi cación de exonerados por razones políti-

cas, que ha motivado el inicio de investigaciones judiciales 

y fi scalizaciones de parte del Poder Legislativo, y el anuncio 

realizado en el discurso del 21 de mayo del Presidente de la 

República sobre la creación de una Subsecretaría de Dere-

chos Humanos, constituyen hitos relevantes en materia de 

reparación y de garantía de no repetición. 



derecho a la verdad,  acceso a 
la justicia y algunas medidas de 

reparación individual
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1DERECHO A LA VERDAD

La Organización de las Naciones Unidas ha conmemorado 

este año el primer “Día internacional para el Derecho a la 

Verdad en relación con las Violaciones Graves de los Dere-

chos Humanos y para la Dignidad de las Víctimas”4, en home-

naje a Monseñor Óscar Arnulfo Romero, arzobispo de San 

Salvador, asesinado por agentes del Estado un 24 de marzo 

de 1980 en medio de una misa. Con ocasión de esta conme-

moración, el Secretario General señaló que “las víctimas de 

las violaciones graves de los derechos humanos y sus familia-

res tienen derecho a saber la verdad sobre las circunstancias 

en que se cometieron esas violaciones, los motivos por los 

que se perpetraron y la identidad de sus autores” 5. 

El derecho a conocer la verdad ha quedado consagrado 

normativamente en la Convención Internacional para la 

protección de todas las personas contra las desapariciones 

forzadas (2010). Jurisprudencialmente ha sido desarrollado 

por la Corte IDH desde 1988 al señalar que dentro de las 

obligaciones del Estado de respeto y garantía está “[e]l de-

ber de investigar hechos de este género subsiste mientras 

se mantenga la incertidumbre sobre la suerte fi nal de la 

persona desaparecida. Incluso en el supuesto de que cir-

cunstancias legítimas del orden jurídico interno no permi-

tieran aplicar las sanciones correspondientes a quienes sean 

individualmente responsables de delitos de esta naturaleza, 

el derecho de los familiares de la víctima de conocer cuál 

fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus 

restos, representa una justa expectativa que el Estado debe 

satisfacer con los medios a su alcance”6.

4 Resolución de la 71ª sesión plenaria del 21 de diciembre de 2010.
5 http://www.un.org/es/events/righttotruthday/sgmessage _2011.shtml, 

24 de marzo de 2011.
6 Corte IDH, Sentencia Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras 29 de 

julio de 1988 (fondo), párrafo 181.

Las sociedades postdictatoriales han buscado formas de 

construir un relato común respecto a las violaciones siste-

máticas y masivas de los derechos humanos de que fueron 

objeto sus integrantes a través del establecimiento de lo 

que se ha denominado comisiones de verdad. Los resulta-

dos de las comisiones contribuyen al establecimiento de una 

verdad ofi cial incuestionable, sobre la cual pueden discutirse 

las diversas interpretaciones históricas respecto a por qué 

ocurrió lo que ocurrió, pero no es posible cuestionar la 

veracidad de lo que allí se relata. Al mismo tiempo, expresan 

una forma de reconocimiento de la responsabilidad estatal 

en lo ocurrido y, en este sentido, tienen un efecto reparador 

sobre las víctimas y sus familiares, al develar y esclarecer los 

hechos y reivindicar su dignidad. Así mismo, contribuyen a 

identifi car y a decidir cuáles son las medidas que requieren 

las víctimas. El proceso de registro de una historia escondi-

da, silenciada o teñida de sospecha, así como su develación 

pública, permite construir un consenso ético básico de re-

pudio a dichas violaciones. De este modo, las comisiones de 

verdad han cumplido en diferentes países del mundo, y en 

Chile, un rol central en la construcción de una verdad ofi cial 

incuestionable, acompañando y abriendo paso, lentamente, 

a procesos de justicia y reparación.

En Chile el reconocimiento ofi cial de los hechos y crímenes 

cometidos durante la dictadura ha sido gradual y constante 

en el tiempo: la Comisión Rettig, la Corporación Nacional de 

Reparación y Reconciliación, la Mesa de Diálogo, la Comisión 

Nacional Sobre Prisión Política y Tortura, y la Comisión Ase-

sora Presidencial para la Califi cación de Detenidos Desapa-

recidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y 

Tortura, constituyen los ejes de dicho proceso.
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INSTANCIAS DE BÚSQUEDA DE LA VERDAD

A poco más de un mes de asumir el primer gobierno de-

mocrático se creó la Comisión de Verdad y Reconciliación 

(Comisión Rettig, 1990)7 fundada en la convicción de que 

“[l]a conciencia moral de la Nación requiere el esclareci-

miento de la verdad sobre las graves violaciones a los de-

rechos humanos cometidas en el país (…)” 8 y que sólo el 

conocimiento de ella “rehabilitará en el concepto público la 

dignidad de las víctimas, facilitará a sus familiares y deudos la 

posibilidad de honrarlas como corresponde y permitirá re-

parar en alguna medida el daño causado”9, ello sin perjuicio 

de la acción de los tribunales de justicia en la determinación 

de las responsabilidades criminales. 

Esta Comisión se abocó al esclarecimiento de la verdad en 

relación a víctimas detenidas desaparecidas, ejecutadas polí-

ticas y víctimas de la violencia política, concluyendo su traba-

jo en el mes de marzo de 1991. El Informe de la Comisión 

reconoció a 2.29610 víctimas de violaciones sistemáticas a 

los derechos humanos, incluidas víctimas de violencia políti-

ca. El 4 de marzo de ese año, el Presidente Patricio Aylwin 

dio a conocer los resultados del trabajo de la Comisión y 

pidió perdón a las víctimas a nombre del Estado. Una vez 

fi nalizado el trabajo de la Comisión y hechas las recomenda-

ciones sobre las medidas de reparación a adoptarse, se crea 

la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación 

(1992-1996), 11 la que asumió la responsabilidad de coor-

dinar, implementar y promover las acciones necesarias para 

el cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión 

Rettig, y concluir el proceso de califi cación de víctimas, cons-

tituyendo uno de sus mandatos principales el de reparar el 

daño moral de las víctimas y otorgar asistencia social y legal 

a sus familiares. Esta nueva instancia reconoció 89912 nuevas 

víctimas detenidas desaparecidas y ejecutadas políticas.

Un nuevo momento en el reconocimiento de los hechos 

acaecidos durante la dictadura fue, en el contexto de la 

7 Creada por Decreto Supremo N° 355 de 25 de abril de 1990.
8 Decreto Supremo N° 355 de 25 de abril de 1990. Considerando primero.
9 Decreto Supremo N° 355 de 25 de abril de 1990. Considerando tercero. 
10 En http://www.ddhh.gov.cl/ddhh_rettig.html consultada el 23 de no-

viembre de 2011.
11 Ley Nº 19.123 publicada el 8 de febrero de 1992.
12 En http://www.ddhh.gov.cl/informes_cnrr.html consultada el 23 de 

noviembre de 2011.

detención del General Pinochet en Londres –octubre de 

1998 a marzo de 2000– el establecimiento de la Mesa de 

Diálogo sobre Derechos Humanos13 por parte del gobierno 

del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Esta tuvo como ob-

jetivo abordar “la verdad sobre la suerte y paradero de los 

detenidos desaparecidos y el reconocimiento de respon-

sabilidades morales, históricas y políticas por el quebran-

tamiento de nuestra convivencia y por las violaciones a los 

derechos humanos”14. Una de sus conclusiones, destinadas 

a favorecer la entrega de información que permitiera co-

nocer el paradero de personas desaparecidas, fue acogida 

por la Ley N° 19.68715 que estableció la obligación de se-

creto –por seis meses desde la publicación de la ley– para 

quienes recibieran información conducente a la ubicación 

de los cuerpos. En enero de 2001, las Fuerzas Armadas y de 

Orden entregaron un listado señalando el que habría sido 

el destino fi nal de 200 víctimas, entre ellas 180 identifi cadas 

y 20 no identifi cadas. No obstante los esfuerzos por arribar 

a información que permitiera la ubicación de las personas 

detenidas desaparecidas, los resultados de la Mesa de Diálo-

go fueron exiguos, y parte de la información proporcionada 

por las Fuerzas Armadas y de Orden resultó falsa16. Dentro 

de las recomendaciones contenidas en el Informe de esta 

Mesa, estaba la de nombrar Ministros en Visita, lo que fue 

acogido por el Poder Judicial y representó un impulso para 

las llamadas “causas de derechos humanos”. 

El año 2003 y en el marco de los 30 años transcurridos 

desde el quiebre de la democracia, los partidos políticos, las 

organizaciones de derechos humanos y algunas instituciones 

de Iglesia plantearon la necesidad de avanzar en el abordaje 

de las violaciones de los derechos humanos en dictadura, 

ante lo cual el Presidente Ricardo Lagos Escobar formuló 

una nueva propuesta en derechos humanos, contenida en el 

documento “No hay mañana sin ayer”, en el que se plantea 

avanzar en el reconocimiento de las víctimas de tortura y 

13 Entre el 21 de agosto de 1999 y el 13 de junio de 2000
14 Zalaquett, José. La Mesa de Diálogo sobre Derechos Humanos y el 

proceso de transición política en Chile. Estudios Públicos, Nº 79 Cen-
tro de Estudios Públicos (CEP) año 2000, pág. 4.

15 Publicada el 6 de julio de 2000.
16 Es el caso de la víctima Juan Luis Rivera Matus, que de acuerdo al 

listado proporcionado por las Fuerzas Armadas, sus restos habían sido 
lanzados al mar, en circunstancias que las investigaciones judiciales 
en torno a su desaparición lograron dar con su identifi cación en los 
terrenos de Fuerte Arteaga.
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1prisión política. Ese año se creó la Comisión Nacional So-

bre Prisión Política y Tortura17 para el esclarecimiento de la 

verdad en relación a este tipo de violaciones a los derechos 

humanos. En comparecencia pública, el Presidente de la Re-

pública Ricardo Lagos, bajo el lema “para nunca más vivirlo, 

nunca más negarlo”, dio a conocer públicamente el Informe 

el 28 de noviembre de 2004. El número total de víctimas al 

concluir el trabajo la Comisión fue de 28.45918 víctimas de 

apremios y torturas.

Estos datos han sido complementados a partir del trabajo 

realizado por la Comisión Asesora Presidencial para la cali-

fi cación de detenidos desaparecidos, ejecutados políticos y 

víctimas de prisión política y tortura19 que inició sus funcio-

nes el 17 de febrero de 2010 bajo el mandato y criterios 

que habían regido para la califi cación de víctimas tanto en la 

Comisión Rettig como en la Comisión Valech. Recibió 622 

denuncias de hechos constitutivos de desaparición forzada, 

ejecución extrajudicial y casos de violencia política y 31.831 

solicitudes de califi cación de personas que declararon haber 

sido víctimas de prisión política y tortura. La Comisión que 

trabajó durante en período de 18 meses20, acreditó 9.795 

nuevos casos de prisión política y tortura y 30 nuevos casos 

de detenidos desaparecidos y ejecutados políticos eleván-

dose en defi nitiva la cifra ofi cial de víctimas reconocidas de 

prisión política y tortura en 38.254 personas. 

17 Ministerio del Interior. Decreto Supremo N° 1.040. de 26 de septiem-
bre de 2003.

18 Esta cifra se compone de la Nómina de Personas reconocidas como 
víctimas, la nómina de víctimas etapa reconsideración y la nómina de 
víctimas menores de 18 años etapa reconsideración. Ver http://www.
comisionvalech.gov.cl/InformeValech.html 

19 La Comisión Asesora Presidencial para la Califi cación de Dete-
nidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión 
Política y Tortura, se crea 10 de diciembre de 2009. Artículo 3° tran-
sitorio Ley N° 20.405.

20 El 17 de febrero de 2010 se constituye ofi cialmente, concluyendo sus 
funciones el 17 de agosto de 2011. 

Finalmente, el Presidente de la República recibió el día 18 

de agosto el Informe con la nómina de las personas acre-

ditadas por la Comisión. No realizó un acto público para 

informar los resultados al país, y tampoco envió, como du-

rante las Comisiones anteriores, una carta personal a las 

personas acreditadas y no acreditadas de manera de no 

solo dar un trato digno a las víctimas, sino que de informar 

y posibilitar el acceso a los benefi cios reparatorios en los 

casos que corresponden. 

El resultado del trabajo realizado por la Comisión fue ob-

jeto de críticas por parte de algunas organizaciones de 

ex presos políticos, que reclamaron el alto número de 

casos que no fueron acreditados, así como la califi cación 

de personas procesadas o condenadas por delitos graves, 

algunos de ellos relacionados con violaciones a los dere-

chos humanos, y otras personas acusadas de participar 

en delitos contra la vida. A su vez, las organizaciones de 

presos políticos cuestionaron la inexistencia en la ley de 

un recurso de reconsideración para las personas que no 

quedaron califi cadas o frente a la aparición de nuevos tes-

timonios que den cuenta de violaciones sistemáticas a los 

derechos humanos.
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ACCESO A LA JUSTICIA

Representa un consenso universalmente aceptado que lle-

var a la justicia a los responsables de las violaciones masi-

vas y sistemáticas a los derechos humanos se erige en una 

condición fundamental para prevenir la repetición de estos 

hechos21. Tal como ha sostenido el Consejo de Seguridad de 

Naciones Unidas, “no es posible consolidar la paz en el pe-

ríodo inmediatamente posterior al confl icto ni mantenerla a 

largo plazo a menos que la población confíe en que se po-

drá obtener la reparación de las injusticias sufridas a través 

de estructuras legítimas encargadas del arreglo pacífi co de 

las controversias y la correcta administración de justicia”22.

En Chile, los órganos responsables de concretar la garantía 

de acceso a la justicia en relación a las violaciones masivas 

y sistemáticas de derechos humanos se han visto enfrenta-

dos a tensiones que derivan de la expectativa que existe 

por parte de las víctimas y familiares sobre los procesos 

judiciales, por un lado y por las restricciones en la aplicación 

de justicia por el otro. En efecto, “cuando los dictadores u 

otros perpetradores ayudan a diseñar el fi nal de su propio 

gobierno, suelen poner límites a la exigencia de responsa-

bilidades por sus crímenes”23. A ello se suma que el Poder 

Judicial convalidó con el silencio y la negación de justicia una 

situación de impunidad que hizo posible la acción criminal 

del Estado durante la dictadura.

La responsabilidad penal individual en materia de violacio-

nes masivas, sistemáticas e institucionalizadas a los derechos 

21 El Estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que 
sufren o han sufrido confl ictos. Informe del Secretario General, Na-
ciones Unidas, Consejo de Seguridad, S/2004/6/616, 3 de agosto de 
2004, párrafo 38.

22 Ibídem, párrafo 2.
23 Hayner, Priscilla, “Ensayo sobre la justicia transicional”. Editado por 

Centro Internacional para la Justicia Transicional, 2003, pág. 119.

humanos contiene un signifi cado jurídico (y ético) que la dis-

tingue esencialmente de la responsabilidad por la comisión 

de un delito común. En el primer caso, tanto la conducta 

reprochada como el bien jurídico tutelado (vida, libertad in-

dividual, o integridad psíquica o física) trasciende a la víctima, 

en la medida que el crimen afecta a la humanidad toda. Así, 

la persecución en materia de crímenes de Estado presenta 

diferencias con la persecución penal de un delito común. En 

efecto, los autores, cómplices y encubridores de crímenes 

de lesa humanidad cometen dichos actos como parte de 

una política de Estado, y respecto de ellos se requiere dar 

señales efectivas de que el Estado no los protegerá con 

medidas como la prescripción y la amnistía.

El carácter imprescriptible e inamnistiable de los crímenes 

ha sido ampliamente desarrollada, normativa y jurispruden-

cialmente, por el derecho internacional. Que estos crímenes 

sean imprescriptibles signifi ca que, a diferencia de lo que su-

cede con los delitos comunes, el transcurso del tiempo bajo 

ninguna circunstancia puede desempeñar un papel ni para 

exonerar ni para mitigar las responsabilidades penales que a 

una persona le cabe en la comisión de los hechos. De esta 

manera, respecto de los crímenes de guerra, el genocidio, 

los crímenes de agresión y los delitos de lesa humanidad el 

transcurso del tiempo no genera efecto jurídico alguno24. 

Que estos crímenes sean inamnistiables signifi ca que el Esta-

do, frente a las atrocidades perpetradas, no puede invocar el 

olvido o perdón jurídico. Le está vedada la autoexculpación 

de su responsabilidad, por lo cual debe en todo tiempo y lu-

gar, investigar y eventualmente sancionar a los responsables 

de estos abyectos crímenes.

24 Nogueira Alcalá, Humberto. Informe en derecho sobre precedentes juris-
diccionales en materia de media prescripción. Septiembre de 2008.
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2La gravedad de los hechos exige el respeto al principio 

de proporcionalidad de la sanción, estándar recogido en 

diversos instrumentos internacionales de protección de los 

derechos humanos, entre otros, la Convención contra la 

Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De-

gradantes. El artículo 4° N° 2, de este instrumento, deter-

mina imperativamente la obligación del Estado de “castigar 

esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en 

cuenta su gravedad”. Por su parte, la Convención sobre 

la prevención y el castigo de delitos contra las personas 

internacionalmente protegidas, y la Convención Interame-

ricana sobre Desaparición Forzada de Personas, plantean 

un estándar similar. 

Si bien el principio de proporcionalidad en el derecho 

penal común demanda la mínima intervención punitiva, la 

obligación de investigar y garantizar el acceso a la justicia, 

en materia de violaciones masivas a los derechos humanos 

conlleva como condición jurídica la de establecer sanciones 

proporcionales y adecuadas a la gravedad de los hechos, en 

la perspectiva no sólo de satisfacer el legítimo anhelo de 

justicia de las víctimas y sus familiares, sino como garantía 

de no repetición, en la medida que genera un mensaje cla-

ro y efectivo que en el futuro dichas violaciones no serán 

condonadas ni toleradas. De esta manera, la sanción ade-

cuada y proporcional, en relación a crímenes internaciona-

les, requiere que esta sea efectiva y no simbólica. Así lo ha 

señalado la Corte IDH al establecer que; “la imposición de 

penas ínfi mas o ilusorias, o que pueden signifi car una mera 

apariencia de justicia”25 son incompatibles con las obligacio-

nes impuestas por la Convención Americana sobre Dere-

chos Humanos y que “[e]n cuanto al referido principio de 

proporcionalidad de la pena, la Corte estima oportuno re-

saltar que la respuesta que el Estado atribuye a la conducta 

ilícita del autor de la transgresión debe ser proporcional 

al bien jurídico afectado y a la culpabilidad con la que ac-

tuó el autor, por lo que se debe establecer en función de 

25 Corte IDH, Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia, párrafo 
191. En el mismo sentido Corte Europea de Derechos Humanos, Caso 
de Khamila Isayeva vs. Rusia (Aplicación N° 6846/02). Sentencia de 
15 de noviembre de 2007, párrafo 164. Citados por Nogueira, Hum-
berto. Op. cit.

la diversa naturaleza y gravedad de los hechos”26. De esta 

manera “[e]l sistema democrático reclama la intervención 

penal mínima del Estado, que lleva a la tipifi cación racional 

de conductas ilícitas, pero también requiere que determi-

nadas conductas de suma gravedad sean invariablemente 

previstas en las normas punitivas, efi cazmente investigadas 

y puntualmente sancionadas. Esta necesidad aparece como 

natural contrapartida del principio de mínima intervención 

penal. Aquélla y éste constituyen, precisamente, dos formas 

de traducir en el orden penal los requerimientos de la de-

mocracia y sostener la vigencia efectiva de este sistema”27. 

Lo que se dice no signifi ca que no se puedan aplicar ate-

nuantes respecto de condenados por estos crímenes, 

cuestión que el derecho penal internacional y, particular-

mente, las Reglas de Procedimiento y Prueba28 del Estatu-

to de Roma autorizan de m anera explícita, al señalar que 

la Corte Penal Internacional “ponderará todos los factores 

pertinentes, entre ellos los atenuantes y los agravantes, y 

tendrá en cuenta las circunstancias del condenado y las del 

crimen”29. En todo caso, para la aplicación de atenuantes 

se tomará en consideración “la conducta del condenado 

después del acto, con inclusión de lo que haya hecho por 

resarcir a las víctimas o cooperar con la Corte”30. Más aún, 

resulta aceptable que el condenado pueda acceder en la 

etapa de ejecución de la pena a la reducción de la mis-

ma. Sin embargo, para tales efectos en general debe haber 

cumplido un porcentaje de la pena que en promedio son 

dos terceras partes o 25 años de prisión en caso de cade-

na perpetua, y siempre que el condenado haya expresado 

desde el principio y de manera continua su voluntad de 

cooperar con la investigación31.

26 Corte IDH, Sentencia caso de la Masacre de la Rochela. 11 de mayo 
de 2007, Serie C Nº 163, párrafo 196. Citado por Fernández, Karina. 
Anuario de Derechos Humanos, Centro de Derechos Humanos Facul-
tad de Derechos, Universidad de Chile 2009.

27 Corte IDH, Caso Barrios Altos vs Perú, 14 de marzo de 2001, voto 
concurrente del Juez Sergio García Ramírez, párr. 14.

28 Naciones Unidas, U.N. Doc. PCNICC/2000/1/Add.1 (2000).
29 Naciones Unidas, Reglas de Procedimiento y Prueba. U.N. Doc. PC-

NICC/2000/1/Add.1(2000). Regla 145. 1 literal b.
30 Ibídem, Regla 145.2. 
31 Estatuto de la Corte Penal Internacional, art. 110.
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SITUACIÓN NACIONAL

En Chile los tribunales superiores de justicia en los últi-

mos años han dado pasos importantes para establecer las 

responsabilidades penales frente a crímenes de guerra y 

delitos de lesa humanidad y encuadrar normativamente 

esas conductas criminales como hechos repudiables a la 

luz del derecho internacional humanitario y de los dere-

chos humanos. 

En el período que cubre este informe, este avance se ex-

presa la reapertura de nuevas causas lo que fue favorecido 

por la ampliación de facultades del Programa de Derechos 

Humanos del Ministerio del Interior, en virtud del artículo 

10 transitorio de la Ley N° 20.405. En el mes de enero de 

2011, la Fiscal Judicial de la Corte de Apelaciones de Santiago, 

presentó de ofi cio 72632 requerimientos a favor de víctimas 

de violaciones a los derechos humanos por las que no se 

había iniciado ninguna acción judicial. Este hecho representa 

un esfuerzo por garantizar el acceso a la justicia a las víctimas 

detenidas desaparecidas y ejecutadas políticas y sus familiares. 

A ello se suman las presentaciones efectuadas por la Agrupa-

ción de Familiares de Ejecutados Políticos que entre junio de 

2010 y julio de 2011 presentó 1.001 querellas33.

Estas iniciativas se desarrollaron en un contexto de dudas 

y temores por parte de organizaciones de víctimas y fa-

miliares. En efecto, la discusión en torno a la propuesta de 

indulto presentada por el Gobierno en marzo de este año34 

con el objeto de mitigar el grave problema de hacinamiento 

en las cárceles del país, no era clara respecto a la inclusión 

en ella de violadores de derechos humanos. En este marco, 

el INDH exhortó a los poderes públicos a dar pleno cum-

plimiento a los principios de derecho internacional vigentes, 

y señaló la necesidad de garantizar que expresamente se 

excluyera del indulto a autores, cómplices y encubridores 

condenados por crímenes de lesa humanidad35. 

32 Presentación efectuada por la Sra. Fiscal Beatriz Pedrals el 26 de ene-
ro de 2011.

33 Universidad Diego Portales, Informe Anual Sobre Derechos Huma-
nos en Chile 2011, Centro de Derechos Humanos, pág. 44.

34 Proyecto de ley sobre indulto general. Boletín Nº 7533-07, 15 de mar-
zo de 2011.

35 INDH, Declaración Pública. 18 de abril de 2011. http://www.indh.cl/
declaracion-publica-respecto-al-proyecto-de-ley-para-reducir-hacina-
miento-carcelario.

ANÁLISIS DE FALLOS DICTADOS POR LA 
CORTE SUPREMA EN EL AÑO 2011

Desde el año 200636, la Sala Penal de la Corte Suprema ha 

venido sosteniendo de manera reiterada que los secuestros, 

y homicidios en el contexto de las violaciones masivas y sis-

temáticas a los derechos humanos constituyen infracciones 

graves al derecho internacional humanitario y al derecho 

internacional de los derechos humanos, y que en tanto tal 

son inamnistiables e imprescriptibles. Sin embargo, desde el 

año 2007 –causa por la desaparición de Juan Luis Rivera 

Matus–37 se advierte una tendencia a aplicar instituciones 

penales que inciden signifi cativamente en la determinación 

de la pena como es el caso de la prescripción gradual o 

media prescripción, las atenuantes de responsabilidad penal 

y, fi nalmente, la concesión de benefi cios –remisión condi-

cional de la pena o la libertad vigilada–, que redundan en 

que los responsables de estos crímenes no cumplan penas 

efectivas acordes a la severidad de los hechos. 

La media prescripción asienta su fundamento normativo en 

el transcurso del tiempo. La norma requiere que el delito 

sea prescriptible y su aplicación rebaja en dos o más grados 

la pena, lo que resulta contrario a la naturaleza imprescrip-

tible de esos crímenes. La Corte Suprema inició esta línea 

jurisprudencial en el año 200738, concediendo de ofi cio y 

en toda su extensión los benefi cios derivados de la media 

prescripción, utilizando un argumento que con posteriori-

dad ha sido reiterado en los mismos términos: “la minorante 

encuentra su razón de ser en lo insensato que resulta una 

pena tan alta para hechos ocurridos largo tiempo atrás, pero 

que no por ello deben dejar de ser castigados, incidiendo, en 

defi nitiva, sólo en el quantum de la sanción”39. 

Entre los meses de enero y septiembre del año en curso, 

la Sala Penal de la Corte Suprema ha dictado fallo en 12 

causas relacionadas con violaciones sistemáticas a los dere-

chos humanos40. Se trata de investigaciones judiciales que 

36 Por ejemplo, ver Sentencia Rol N° 559-04 de la Corte Suprema, de 13 
de diciembre de 2006. 

37 Corte Suprema, Sentencia Rol N° 3808-06, de 30 de julio de 2007.
38 SCS Rol 3808-06 de 30 de julio de 2007. Causa asociada al secuestro 

del dirigente obrero Luis Rivera Matus.
39 SCS Rol 3808-06 de 30 de julio de 2007.
40 Programa Derechos Humanos Ministerio del Interior y Seguridad Pú-

blica. Ofi cio N° 20298 de 3 de octubre de 2011.
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2en promedio duraron una década de tramitación41. Las sen-

tencias dictadas en el periodo consolidan la jurisprudencia 

consistente en considerar los hechos como constitutivos de 

crímenes de guerra y/o delitos de lesa humanidad. En efecto, 

la Corte Suprema reiteró que los crímenes cometidos se 

dieron en un “contexto de violaciones a los derechos hu-

manos graves, masivas y sistemáticas, verifi cadas por agentes 

del Estado, constituyendo la víctima un instrumento dentro 

de una política a escala general de exclusión, hostigamiento, 

persecución o exterminio de un grupo de numerosos com-

patriotas integrado por políticos, trabajadores, estudiantes, 

profesionales, adolescentes, menores y todo aquel que, en 

la época inmediata y posterior al once de septiembre de mil 

novecientos setenta y tres, se les sindicó la calidad de perte-

necer ideológicamente al régimen político depuesto o que 

por cualquier circunstancia fuera considerado sospechoso 

de oponerse o entorpecer la realización de la construcción 

social y política ideada por los detentadores del poder”42. 

La Corte Suprema persistió en señalar, en los fallos analiza-

dos, que las consecuencias jurídicas de esta clase de crímenes 

derivan de la prohibición absoluta, en todo tiempo y lugar, 

de atentar contra la dignidad del ser humano, norma de ca-

rácter imperativa que hace parte del derecho internacional 

público. Reiteró que la lesión a dichos derechos impone el 

41 Siete de estas sentencias se refi eren a secuestros y homicidios reitera-
dos: 1) SCS Rol 8311-2009 de 19 de enero de 2011, episodio “Arman-
do Jiménez Machuca y otros”, en las que se investigaron los homici-
dios de 6 obreros estibadores del puerto de San Antonio; 2) SCS Rol 
5698-09 de 25 de enero de 2011 episodio “Melipeuco”, referido a la 
desaparición de cinco obreros agrícolas de la Provincia de Cautín; 3) 
SCS Rol 8314/2009 de 27 de enero de 2011, episodio “Chihuío” en la 
que se investigó la desaparición de 17 obreros del Complejo Maderero 
y Forestal Panguipulli; 4) SCS Rol 7436-09 de 21 de abril de 2011 
episodio “Asalto a la Patrulla” Escuela de Caballería de Quillota, en 
la que se investigó la desaparición de tres víctimas y la ejecución de 
seis personas; 5) SCS Rol 2263-2010 27 de abril de 2011, episodio 
“Escuela de Artillería Linares”, en la que se investigó la desaparición 
forzada de nueve personas; 6) SCS Rol 5436-2010 de 22 de junio de 
2011, relacionadas con la desaparición de dos personas desde la ciu-
dad de Santiago; y 7) SCS Rol 5285-2010 de 11 de julio de 2011 rela-
cionada con la investigación de tres víctimas detenidas desaparecidas 
desde la ciudad de Santiago. Las otras cinco causas están referidas a 
la investigación de hechos que involucran a una sola víctimas, son los 
casos: SCS 2414-2010 de 21 de abril de 2011, episodio “Hospital San 
Juan de Dios”; SCS Rol 4915-2009 de 5 de mayo de 2011, episodio 
“Jaime Aldoney Vargas”; SCS Rol 5219-2010 de 22 de julio de 2011, 
episodio “Oscar Armando Farías Urzúa”; SCS Rol 8019-2010, de 12 
de julio de 2011, episodio “Mario López Aliaga” y SCS 6823-2009 de 
25 de agosto de 2011, episodio “Herbit Guillermo Ríos Soto”. 

42 SCS 8314-09 27 de enero de 2011. Considerando Sétimo. Ver Senten-
cia Corte Suprema Rol 5698-09 de 25 de enero de 2011. Considerando 
Décimo Quinto.

deber insoslayable del Estado de investigar y sancionar. Insis-

te que los instrumentos internacionales de derechos huma-

nos gozan de primacía43 estándole vedado al Estado invocar 

su normativa interna para sustraerse de las obligaciones de 

respeto, promoción y garantía que el derecho internacional 

de los derechos humanos y la conciencia jurídica universal 

reclaman44. También estableció que el derecho internacional, 

aun el fundado en el derecho consuetudinario, tiene rango 

supralegal45, y concluyó que ante la criminalidad del Estado 

la obligación de investigar y sancionar dimana directamente 

“de principios surgidos del orden imperativo internacional 

que se incorporan con jerarquía constitucional como un 

derecho penal protector de los derechos humanos que no 

se ve restringido por algunas limitaciones instituidas para el 

castigo del resto de los delitos”46. 

Todas las sentencias analizadas corresponden a fallos dividi-

dos, en las que hay una precaria mayoría, toda vez que dos 

de los cinco ministros de la Sala Penal están por exonerar 

de responsabilidad penal y sustraer de la acción de la justicia 

a los responsables de estos crímenes. 

Durante el año 2011, y no obstante el creciente reconoci-

miento al derecho internacional de los derechos humanos 

en los tribunales superiores de justicia, la Segunda Sala de la 

Corte Suprema anuló de ofi cio las sentencias dictadas por 

los tribunales inferiores y, a pesar de señalar su imprescrip-

tibilidad, aplicó la denominada media prescripción, la que 

junto con la consideración de la atenuante de irreprochable 

conducta anterior, y la concesión de la libertad vigilada o la 

remisión condicional de la pena, hicieron que las resolucio-

nes de término carecieran de efectividad sancionatoria. Así 

la postura de la Sala Penal representa una señal de impuni-

dad respecto de crímenes en los que estuvieron involucra-

dos agentes del Estado chileno47.

43 SCS Rol 8314-09 27 de enero de 2011. Considerando Décimo Sexto. 
Ver Corte Suprema Rol 5219-2010. Considerando Octavo.

44 SCS Rol 8314-09 27 de enero de 2011. Considerando Décimo Sexto; 
Décimo Séptimo. 

45 SCS Rol 8314-09 27 de enero de 2011. Considerando Décimo Sexto; 
Décimo Séptimo.

46 Corte Suprema Sentencia Rol 8314-09 27 de enero de 2011. Conside-
rando Trigésimo Segundo.

47 Salvo el episodio Chihuío, SCS Rol 8314-09 27 de enero de 2011, en 
que se condenó a una persona a pena privativa efectiva de libertad por 
los homicidios califi cados de 17 personas, en el resto de las 11 causas 
analizadas no hubo una sanción efectiva. 
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De 245 ex agentes del Estado condenados por violaciones 

a los derechos humanos desde el año 200048, al mes de 

agosto de 2011 había sólo 64 cumpliendo penas privati-

vas de libertad efectivas49. Adicionalmente, en el período 

2010-agosto de 2011, a 5 condenados se les han propor-

cionado benefi cios intrapenitenciarios consistentes en salida 

de fi n de semana o salida dominical. Este último benefi cio 

fue solicitado por el General (R) Juan Manuel Contreras 

Sepúlveda, el que no fue acogido por el Alcaide del CCP 

Cordillera, y que motivó que el ex Director Nacional de la 

DINA interpusiera una acción de protección de garantías 

constitucionales ante la Corte de Apelaciones de Santiago, 

la que fue rechazada50.

SOBRE LA RESPONSABILIDAD CIVIL

De un delito que causa daño deriva para la víctima y sus fa-

miliares no sólo el derecho a perseguir las responsabilidades 

criminales –acción penal–, sino además el de ser resarcidas 

por el daño ocasionado –acción civil–. Cuando el hecho que 

provoca el daño es la consecuencia de una acción u omisión 

del Estado la obligación de reparar se concreta en la deter-

minación de la llamada responsabilidad civil o extracontrac-

tual del Estado. Así, tanto la acción penal como la civil en  

este tipo de crímenes son imprescriptibles.

En relación con esta responsabilidad, el Consejo de De-

fensa del Estado –que por mandato legal asume la defensa 

de los intereses del Fisco– ha insistido en que se exonere 

al Estado de la obligación de indemnizar el daño, alegando 

que la acción civil se encuentra prescrita, que los familiares 

ya han sido resarcidos del daño moral inferido con motivo 

de las políticas de reparación impulsadas y/o sosteniendo 

que el tribunal o juez del crimen es incompetente absolu-

tamente para conocer de las acciones civiles derivadas de 

estos ilícitos. Esta última argumentación es la que ha pros-

perado mayoritariamente. Esta postura resulta contraria al 

principio de reparación integral recogido en los Principios 

y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifi estas a interponer recursos y obtener re-

48 Universidad Diego Portales, Informe Anual 2011, Centro de Derechos 
Humanos, pág. 29.

49 Ofi cio 1284-2011 de 19 de agosto de 2011.
50 Sentencia Corte de Apelaciones de Santiago Rol 11432-2011 de 2 de 

noviembre de 2011.

paraciones (2005)51, en cuya vir tud una reparación efi caz 

involucra el derecho imprescriptible a ser indemnizado, en-

tre otras medidas de reparación, por el daño ocasionado 

con motivo de crímenes internacionales. No obstante, en 

los fallos dictados por la Corte Suprema en el año 2011 se 

tiende a aceptar la tesis sostenida por el Consejo de De-

fensa del Estado de desechar la pretensión de los familiares 

a ser resarcidos, con excepción de tres causas –dos en las 

que dicha pretensión fue acogida52 y una en la que se rea-

lizó una conciliación53. 

En este orden de ideas, es necesario avanzar en un cambio 

que permita unifi car la jurisprudencia y garantizar la efec-

tividad y la primacía del derecho a la reparación. A juicio 

del INDH, la protección del patrimonio fi scal no debe ser 

jamás un impedimento para obtener la reparación integral 

del daño ocasionado por el Estado y sus agentes.

JUICIO EN PARÍS

Como parte de los esfuerzos de los familiares por alcanzar 

justicia respecto a estos crímenes, cabe destacar que luego 

de 12 años de tramitación, el 17 de diciembre de 2010 

la Corte Penal de París dictó sentencia condenatoria –en 

ausencia– en contra de 13 agentes del Estado chileno por 

sus responsabilidades en el secuestro y posterior desapa-

rición de cuatro ciudadanos franco-chilenos54, imponiendo 

sanciones que van de los 15 años a presidio perpetuo. La 

Corte emitió órdenes de arresto contra ellos y actualmente 

se realizan gestiones para proceder a la extradición de los 

condenados.

La Federación Internacional de Derechos Humanos (FIDH) 

y su organización miembro en Francia, la Liga Francesa de 

Derechos Humanos, CODEPU, la Asociación de ex prisio-

neros políticos chilenos en Francia y Francia América Latina 

se constituyeron en parte civil en dicha causa. Entre los días 

24 al 28 de octubre, la FIDH realizó una misión a Chile para 

51 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de vio-
laciones manifi estas de las normas internacionales de derechos huma-
nos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a in-
terponer recursos y obtener reparaciones. 60/147 Resolución aprobada 
por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005, principios 4 y 5.

52 Sentencia Rol 543-2010 de 22 de julio de 2011 y Sentencia Rol 
2414-2010 de 21 de abril de 2011.

53 Sentencia Rol 5285-2010 de 11 de julio de 2011.
54 Alfonso Chanfreau, Jean-Yves Claudet, Gerges Klein y Etienne Pesle.
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2solicitar a las autoridades que cumplan con las órdenes de 

detención decretadas55 oportunidad en la que el abogado 

Roberto Garretón, testigo de contexto en el juicio y actual 

consejero del INDH, señaló que “si bien no hay un tratado 

de extradición, propiamente tal, entre Chile y Francia, sí hay 

resoluciones de reciprocidad que obligan al cumplimiento 

de estas órdenes de detención, en este caso de la más alta 

instancia penal de la justicia francesa”56.

PROGRAMA DE DERECHOS HUMANOS 
DEL MINISTERIO DEL INTERIOR Y  
SEGURIDAD PÚBLICA

Facilitar la asistencia apropiada a las víctimas para acceder 

a la justicia representa un deber57 que el Estado de Chile 

cumple a través del Programa de Derechos Humanos del 

Ministerio del Interior y Seguridad Pública (1997)58. 

En el año 2001 con motivo del impulso dado por la de-

signación de jueces con dedicación exclusiva, el Poder Eje-

cutivo “resolvió reestructurar el Programa de Derechos 

Humanos, extendiendo sus acciones con el fi n de fortale-

cer y profundizar el cumplimiento”59 de sus objetivos. De 

esta manera, el Programa se hizo parte coadyuvante en las 

causas en las que se investigaba la desaparición forzada de 

personas. La entrada en vigencia de la Ley Nº 20.405 en di-

ciembre de 2009, otorgó al Programa de Derechos Huma-

nos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública nuevas 

facultades que le permiten aumentar su rango de acción, 

al facultarlo a “ejercer todas las acciones legales que sean 

necesarias, incluidas las de presentar querellas respecto de 

los delitos de secuestro o desaparición forzada, en su caso, 

y de homicidio o de ejecución sumaria”60 

De acuerdo a información proporcionada por el Progra-

ma61, entre el 1° de enero de 2010 a septiembre de 2011 

55 www.fi dh.org
56 Ibídem. 
57 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifi estas de las normas internacionales de derechos hu-
manos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario 
a interponer recursos y obtener reparaciones. Resolución aprobada 
por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005. Principio VIII. 
Acceso a la justicia. letra c).

58 Creado por el Decreto Supremo N° 1.005 del Ministerio del Interior 
(1997).

59 Ver www.ddhh.gov.cl/quienes_somos.html
60 Ley N° 20.405 art. 10 transitorio.
61 Ofi cio 20298 de 3 de octubre de 2011.

se han presentado en uso de las nuevas facultades conce-

didas un total de 258 nuevas querellas representativas de 

383 víctimas62. El Programa al mes de octubre del año en 

curso es parte querellante o coadyuvante en 405 procesos 

criminales en los que se investigan los hechos relacionados 

con 1.280 víctimas63.

La cantidad de causas abiertas en las que se investigan las 

violaciones del pasado requieren de un fortalecimiento en 

la institucionalidad, recursos y personal del Programa de 

manera de cumplir cabalmente con su mandato y brindar 

un debido acompañamiento judicial y social los familiares de 

las víctimas.

CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE LA 
CORTE IDH EN EL CASO ALMONACID

Si bien durante el período observado los Tribunales de Jus-

ticia no han aplicado el Decreto Ley de Amnistía, está aún 

pendiente el cumplimiento del fallo dictado por la Corte 

IDH en el año 2006 en el caso Almonacid64, el que ordenó 

al Estado privar de todo efecto jurídico al referido decreto. 

A fi nes del año 2010, la Corte IDH volvió a reiterar al Esta-

do la obligación de “asegurar que el Decreto Ley N° 2.191 

no siga representando un obstáculo para la investigación, 

juzgamiento y, en su caso, sanción de los responsables de 

otras violaciones similares acontecidas en Chile (…)”65. No 

se han constatado avances en esta materia en la medida 

que la norma sigue vigente y no hay garantías de que no se 

vuelva a aplicar. 

Respecto del caso en particular la Corte IDH reiteró la obli-

gación del Estado de “investigar, identifi car, juzgar y, en su 

caso, sancionar a los responsables por la ejecución extrajudi-

cial del señor Almonacid Arellano (…)”66. En relación a dicha 

obligación se observan avances. 

En base a la sentencia dictada por el Corte regional, la cón-

yuge de la víctima solicitó la designación de un Ministro en 

Visita para que se avoque a la investigación de los hechos 

62 Ibídem.
63 Ibídem.
64 Corte IDH, Caso Almonacid Orellano y otros vs. Chile. Sentencia de 

26 de septiembre de 2006.
65 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano vs. Chile. 18 de noviembre de 

2010, Supervisión de Cumplimiento de Sentencia.
66 Ibídem.
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de la causa. El Ministro designado resolvió la reapertura de 

la investigación “teniendo presente que el Estado de Chile 

aprobó el ‘Pacto de San José de Costa Rica’ que reconoce la 

competencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu-

manos, [y] dispuso el cumplimento de la sentencia dictada 

por dicha Magistratura”67.

El 18 de agosto de este año se dictó sentencia de primera 

instancia que condenó a Raúl Hernán Neveu Cortesi a la 

pena de cinco años como autor de delito de homicidio sim-

ple de Luis Almonacid Arellano68. El ministro instructor cali-

fi có los hechos como un crimen de lesa humanidad y señaló 

que el Estado “[d]ebió haber garantizado su seguridad al 

momento de ser detenido y no lo hizo, en cambio, fue eje-

cutado por un agente del Estado en una época en que sis-

temáticamente se cometieron homicidios, torturas y aten-

tados en contra de la integridad física de las personas, por 

lo que en ese contexto debe considerarse el homicidio del 

profesor Almonacid como un delito de lesa humanidad”69, y 

por lo tanto, inamnistiable e imprescriptible, desestimando la 

excepción de amnistía interpuesta por el único acusado en 

la causa. Finalmente, siguiendo los criterios jurisprudenciales 

de la Corte Suprema, acogió la atenuante de irreprocha-

ble conducta anterior, dio aplicación a la denominada media 

prescripción y concedió el benefi cio de la libertad vigilada. 

A la fecha de redacción del presente Informe, la causa se 

encuentra en estado de apelación ante la Corte de Apela-

ciones de Rancagua. 

LA IDENTIFICACIÓN DE LAS VÍCTIMAS 
DETENIDAS DESAPARECIDAS Y EJECUTADAS 
POLÍTICAS SIN ENTREGA DE CUERPOS 

El Estado chileno ha venido desplegando esfuerzos a fi n de 

dar con la identifi cación y destino de las víctimas deteni-

das desaparecidas. Dichos esfuerzos son consistentes con 

la normativa internacional que establece la obligación del 

Estado de tomar medidas apropiadas a este respecto y que 

reconoce el derecho a conocer la verdad sobre las circuns-

tancias de la desaparición forzada y la suerte de la persona 

67 Corte de Apelaciones de Rancagua Rol 2242-2011 de 18 de agosto de 
2011. Vistos, pág. 4.

68 Ibídem.
69 Ibídem. 

desaparecida70. Más aún, con la aprobación de los Princi-

pios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 

de violaciones manifi estas de las normas internacionales 

de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 

internacional humanitario a interponer recursos y obtener 

reparaciones, dicha obligación se dotó de mayor contenido 

en la medida que establece que los Estados deben llevar 

cabo en cumplimiento a las garantías de satisfacción, me-

didas efi caces para realizar la “[b]úsqueda de las personas 

desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados 

y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda 

para recuperarlos, identifi carlos y volver a inhumarlos según 

el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas 

culturales de su familia y comunidad”71. 

El gobierno de la presidenta Michelle Bachelet comprome-

tió los esfuerzos y recursos necesarios para instalar un sis-

tema de identifi cación forense de víctimas de violaciones a 

los derechos humanos, que diera certeza a las familias de las 

víctimas, al Poder Judicial y a la sociedad en su conjunto. Así, 

desde el año 2007 el Estado ha venido impulsando, en el 

marco de las investigaciones judiciales en curso, una política 

pública que permita la identifi cación de los hallazgos óseos 

y su entrega a los familiares. Ello en respuesta a las graves 

inconsistencias detectadas en el proceso de identifi cación 

forense llevado a cabo en la década de los 90, que propor-

cionó identifi caciones erradas a víctimas inhumadas ilegal-

mente en el “Patio 29” del Cementerio General, lugar don-

de fueron enterrados una parte importante de los cuerpos 

de las víctimas asesinadas en Santiago entre septiembre de 

1973 y marzo de 1974.

El Programa de Derechos Humanos del Servicio Médico 

Legal –actual Unidad Especial de Identifi cación Forense– ha 

logrado crear un banco genético de muestras de familiares 

para realizar los análisis de identifi cación de víctimas. Al mes 

de julio de 2011 existían en dicho banco 3.282 muestras 

genéticas de familiares, lo que signifi ca que el 73% de las 

víctimas detenidas desaparecidas o ejecutadas políticas sin 

entrega de restos está representada por lo menos por una 

70 Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas, art. 24 inc. 2 y art. 32 y 33 del 
Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra.

71 Resolución aprobada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 
2005. Principio IX. Reparación de los daños sufridos, punto 22 letra c).
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2muestra de algún familiar72. 

De esta manera se han abordado complejos casos de 

identifi cación, no sólo vinculados a Patio 29, sino además 

a otros episodios represivos donde se logró la identifi ca-

ción de víctimas en los casos de Los Hornos de Lonquén, 

Calama, Chihuío, Fuerte Arteaga, Paine, y en otros once 

casos individuales, cuyos restos estuvieron sin identifi car 

por años en dependencias del Servicio Médico Legal. Para 

garantizar los estándares científi cos, las pericias de identifi -

cación se hicieron en colaboración con expertos forenses 

internacionales, y con la asesoría de laboratorios extranje-

ros. Al mes de agosto de 2011, en el marco de los juicios 

llevados a cabo por violaciones a los derechos humanos, 

se ha logrado la identifi cación de 109 víctimas, 45 de las 

cuales pertenecen al caso Patio 2973. A pesar de que aún 

existen osamentas y restos óseos fragmentados en depen-

dencias del Servicio Médico Legal, mientras no concluyan 

las pericias, no es posible determinar cuántas de ellas per-

tenecen a víctimas detenidas desaparecidas o ejecutadas 

políticas sin entrega de restos.

A estas acciones se suman los esfuerzos desarrollados por 

el Servicio Médico Legal por determinar la causa de muerte 

de las víctimas. Es el caso de las pericias realizadas en los 

restos del presidente Salvador Allende cuya exhumación se 

llevó a cabo el 23 de mayo de 2011, por peritos nacionales 

y extranjeros74, y cuyo informe pericial fue proporcionado 

al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago Mario 

Carroza el 19 de julio del año en curso, corroborando la 

hipótesis del suicidio. 

72 Ofi cio N° 18260 del Servicio Médico Legal, 9 de septiembre de 2011.
73 Ibídem.
74 El caso en que se investiga la muerte del ex mandatario forma parte de 

los 726 requerimientos efectuados por la Fiscal de la Corte de Apela-
ciones de Santiago.
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ALGUNAS MEDIDAS

DE REPARACIÓN INDIVIDUAL

Reparar un daño en sí inconmensurable es un asunto que 

en materia de crímenes de guerra y delitos de lesa huma-

nidad representa un desafío para los Estados. No obstante, 

en el derecho internacional de los derechos humanos y en 

el derecho internacional humanitario se han alcanzado al-

gunos consensos sobre los mínimos exigibles que deben 

orientar el quehacer del Estado en esta materia, uno de los 

cuales es que las reparaciones por violaciones a las dere-

chos humanos deben centrarse en la víctima con el fi n de 

aliviar el sufrimiento75 y que deben tener carácter integral. 

Así, se ha avanzado en la sistematización de los elementos 

constitutivos del derecho a la reparación plena y efectiva, lo 

que involucra las dimensiones de: restitución, indemnización, 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición76.

Para los familiares y víctimas detenidas desaparecidas, eje-

cutadas o torturadas la plena restitución o restablecimiento 

a la situación anterior a la violación del derecho resulta im-

posible. De ahí que la obligación de reparar en estos casos 

conlleve el deber de resarcir en equivalencia, mediante in-

demnizaciones, a los familiares de las víctimas77. Junto con 

estas los Estados deben además adoptar garantías de no 

repetición, que trascienden el ámbito de la reparación indi-

75 Estudio relativo al derecho de restitución, indemnización y rehabili-
tación a las víctimas de violaciones fl agrantes de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales. Informe defi nitivo presentado por 
el Sr. Theo van Boven. Relator Especial. E/CN/Sub.2/1993/8 2 de 
julio de 1993.

76 “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifi estas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanita-
rio a interponer recursos y obtener reparaciones”. 60/147 Resolución 
aprobada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005. Prin-
cipio 18.

77 Caso Trujillo Oroza, párrafo 62 y otras sentencias citados por Nash 
Rojas, Claudio. Las Reparaciones ante la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (1988-2007). Centro de Derechos Humanos. Univer-
sidad de Chile. 2009, pág. 36.

vidual e involucran un conjunto de iniciativas destinadas al 

conjunto de la sociedad. 

Desde los inicios de la transición democrática el Estado ha 

realizado esfuerzos en materia de garantizar el derecho a la 

reparación a las víctimas de los crímenes de Estado78, por 

medio de políticas públicas que tienen diversas dimensiones 

y alcances: individuales y colectivas; simbólicas y económi-

cas. En un proceso cada vez más inclusivo, estas políticas 

han atendido a las variadas formas de violaciones a los de-

rechos humanos, como la violación del derecho a la vida 

(desaparición forzada y ejecución extrajudicial); a la libertad 

de desplazamiento (exilio); a la integridad física y psíqui-

ca (torturas); a la pérdida de oportunidades previsionales 

(exoneración). 

Las políticas impulsadas por el Estado en esta materia son 

más amplias que las que se detallan en este apartado. Otras 

medidas de reparación y resarcimiento que no son analiza-

das aquí son, por ejemplo, la devolución de bienes a organi-

zaciones sociales y partidos políticos, las políticas dirigidas a 

exonerados de la tierra, o las referidas a personas a las que 

se privó de la nacionalidad chilena, entre otras. A continua-

ción se da cuenta de algunas de las principales políticas pú-

blicas y medidas de reparación implementadas por el Estado 

de Chile a partir del año 1990. 

78 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs Chile, op. cit., párr. 138. 
“La Corte celebra los pasos dados por el Estado de Chile y resalta el 
trabajo de las diferentes Comisiones creadas una vez retornada a la 
democracia. Da cuenta en materia de daño inmaterial, de los benefi -
cios obtenidos por familiares de víctimas de derechos humanos dados 
por el Estado de Chile. […] [E]stima […] que las medidas que antes 
ha señalado constituyen una debida reparación en los términos del 
artículo 63. 1 de la Convención Americana”.
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3PENSIONES DE REPARACIÓN Y  
BECAS DE ESTUDIO

Las primeras medidas de reparación de contenido pa-

trimonial y moral destinadas a los familiares directos de 

las víctimas de violaciones a los derechos humanos (de-

tenidas desaparecidas y ejecutadas políticas) encuentran 

su fundamento en la Ley N° 19.123 (1991), que surge 

con posterioridad a las recomendaciones del Informe de 

la Comisión Rettig. Consisten principalmente en el esta-

blecimiento de una pensión mensual de reparación79 (ar t. 

17); acceso a prestaciones de salud en la modalidad de 

atención institucional (ar t. 28); acceso a benefi cios educa-

cionales para los hijo/as de las víctimas hasta los 35 años, 

y en la exención del Servicio Militar Obligatorio (ar t. 32). 

Con posterioridad, la Ley Nº 19.98080 de 2004 aumentó 

los montos de las pensiones, estableció un bono de repa-

ración para los hijos a ser entregado por una única vez, 

y estableció la facultad del Presidente de la República de 

otorgar 200 pensiones de gracia a familiares que no tienen 

derecho a pensión de reparación y a la vez hayan depen-

dido económicamente de la víctima.

De acuerdo a la información proporcionada por el Pro-

grama de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y 

Seguridad Pública, se ha hecho entrega de estas pensiones 

a 5.127 personas, registro que incluye a todas las personas 

vivas y fallecidas que algunas vez accedieron a ellas81. Si bien 

estos benefi cios son exigibles a petición de parte llama la 

atención que en virtud del requerimiento formulado por el 

INDH, el Programa de Derechos Humanos del Ministerio 

del Interior y Seguridad Pública señale que se ha “encontra-

do con familiares que aún no han impetrado el benefi cio”82. 

En esta materia, lo exigible es que se adopten todas las me-

didas de difusión e información para asegurar que las vícti-

79 A la pensión de reparación tiene derecho la madre de la víctima y en 
caso de fallecimiento el padre. También tiene derecho a esta pensión 
el o la cónyuge y las madres de hijos no matrimoniales o adoptados; 
los hijos e hijas hasta los 25 años y los hijos e hijas con necesidades 
especiales de manera vitalicia. La pensión es de un determinado mon-
to que se divide entre los benefi ciarios (arts. 17 a 27) y se cancela a 
través del Instituto de Previsión Social.

80 Publicada en el Diario Ofi cial el 9 de noviembre 2004.
81 Programa de Derechos Humanos. Ministerio del Interior y Seguridad 

Pública. Ofi cio N° 20.298 de 3 de octubre de 2011. 
82 Ibídem. La cifra incluye a personas fallecidas que en vida accedieron 

al benefi cio.

mas y sus familiares tengan la oportunidad de acceder a las 

prestaciones dadas por el Estado.

El Instituto de Previsión Social, a su vez, informó que al mes 

de julio del año en curso, 2.547 familiares de víctimas califi -

cadas reciben esta pensión de reparación83, es decir, menos 

de un familiar por víctima estaría accediendo al benefi cio al 

que tiene derecho.

Por su parte, las víctimas de prisión política y tortura califi -

cadas en virtud de la Ley N° 19.99284, acceden a una pen-

sión de reparación que desde el año 2009 es transmisible 

a la cónyuge sobreviviente (arts. 1 a 8). Dicha pensión de 

reparación es incompatible con la pensión no contributiva 

otorgada a los exonerados políticos, concediéndose al titu-

lar un derecho de opción (art. 2). La misma ley concedió un 

bono por una sola vez para el o los hijos/as nacidos/as en 

cautiverio o detenidos/as junto a su padre o madre (art. 5). 

Esta última situación fue rectifi cada con la Ley N° 20.405 al 

conceder a niños y niñas víctimas el benefi cio de la pensión 

mensual de reparación. Estas pensiones son canceladas por 

el Instituto de Previsión Social (IPS), el cual informó que al 

mes de julio de 2011 el número de personas que accedían 

a la pensión de reparación a nivel nacional era de 19.478.

En materia de educación (arts. 11 a 13 de la Ley Nº 19.992) 

se concedió a las víctimas califi cadas becas de estudios por 

el valor total del arancel, sea cual fuere éste, para iniciar 

o continuar estudios en cualquier institución de educación 

superior acreditada. Desde el año 2009 dicha beca es trans-

ferible a uno de sus descendientes (hijo/a o nieto/a, art. 6 

Ley N° 20.405), pero al ser transferida ésta cubre sólo el 

arancel de referencia.

En la administración de este benefi cio se han formulado 

denuncias por su eventual mal uso, que han derivado en 

investigaciones en la Justicia, en Contraloría y en el Parla-

mento. Al momento de elaboración de este informe se 

está a la espera de la determinación de eventuales res-

ponsabilidades.

83 Director Nacional (s). Instituto de Previsión Social. Ordinario N° DN 
3659-4/2011 de 9 de septiembre de 2011.

84 Publicada el 24 de diciembre de 2004.
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El INDH formuló una consulta al Ministerio de Educación85 

para conocer si dicha repartición “ha realizado estudios o 

informes de evaluación de los procesos de asignación de 

becas derivadas de las leyes de reparación, incluidos estu-

dios o informes sobre denuncias por errores en los proce-

sos asignación de dichos benefi cios”. No obstante reiterar 

esta solicitud, a la fecha de cierre del presente Informe no se 

ha recibido respuesta por parte del Ministerio. 

RESTITUCIÓN DE DERECHOS 
PREVISIONALES

La Ofi cina de Exonerados Políticos depende del actual 

Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Nació el año 

199386 para regularizar la situación previsional y/o esta-

blecer benefi cios por gracia para ex funcionarios públicos 

quienes habían sido despedidos por motivos políticos entre 

septiembre de 1973 y marzo de 1990. Posteriormente, su 

ámbito de alcance fue extendido en forma progresiva para 

abarcar a empleados de empresas privadas intervenidas por 

el Estado, miembros de las Fuerzas Armadas, Poder Judicial y 

Poder Legislativo quienes perdieron sus fuentes de trabajo 

por estas mismas razones y en dicho período. Junto con la 

regularización para completar períodos de lagunas previsio-

nales, y siempre que concurran los tiempos necesarios, se 

concede una pensión no contributiva por gracia. La Ofi cina 

recibió solicitudes entre los años 1993 y 200487. Al mes de 

agosto de 2011 la Ofi cina de Exonerados informó que se 

ha califi cado a 157.038 personas88. De acuerdo a la infor-

mación proporcionada por el IPS, a julio del año en curso, 

sólo se proporcionaban 73.666 pensiones. Después de siete 

años de haber cerrado la ofi cina para recibir nuevos casos, 

aún hay casos pendientes de califi cación89.

85 Ofi cio N° 458 solicita información sobre políticas de reparación 
implementadas por el Ministerio de Educación de 2 de agosto de 
2008. Ofi cio N° 613, reitera solicitud que indica, de 22 de septiem-
bre de 2011.

86 Mediante la Ley N° 19.234, establece benefi cios previsionales por 
gracia para personas exoneradas por motivos políticos en lapso que 
indica. Publicada el 12 de agosto de 1993.

87 Los plazos otorgados al efecto fueron los siguientes: 12 de agosto 
de 1993 al 11 de agosto de 1994 (Ley Nº 19.234). Posteriormente 
se concedió un nuevo plazo para presentar casos del 31 de agosto 
de 1998 al 1 de septiembre de 1999 (Ley Nº 19.582) y por último se 
concedió un tercer período del 1 de julio de 2003 al 30 de julio de 
2004 (Ley Nº 19. 881).

88 Jefe de Ofi cina de Exonerados Políticos. Ordinario N° 20.183 recibido 
el 3 de octubre de 2011.

89 Ibídem.

Durante el año en curso se han formulado denuncias de 

irregularidades en la entrega de certifi cados que acredi-

tan la condición de exonerado político90. En los meses de 

agosto y septiembre de 2011, el INDH ofi ció a la Ofi cina 

de Exonerados Políticos a fi n de recabar información so-

bre el proceso de califi cación y, específi camente, sobre la 

existencia de estudios o informes de evaluación de los 

procesos y/o denuncias de fraudes. La Ofi cina informó que 

ellos no “disponen de estudios o informes ofi ciales sobre 

el particular”91, e indicó que las acciones emprendidas en 

este sentido fueron la presentación de una querella el 13 

de agosto de 2010 por parte del Ministerio del Interior 

por los delitos de falsifi cación de instrumento público y 

usurpación de funciones, entre otros92, y el envío de un 

ofi cio al Consejo de Defensa del Estado a fi n de requerir 

el inicio de juicio de nulidad de derecho público con el ob-

jeto de dejar sin efecto resoluciones de exonerados que 

hayan sido otorgados ilegalmente. Finalmente, se informó 

que el 8 de septiembre de 2011, el Subsecretario del Inte-

rior entregó información sobre 126 casos para anular re-

soluciones de exoneración93. Adicionalmente, se constitu-

yó una comisión investigadora en la Cámara de Diputados 

que inició una investigación a los efectos de determinar las 

responsabilidades políticas que eventualmente estén invo-

lucradas en este caso94.

MEDIDAS DE RESTITUCIÓN DEL DERECHO A 
VIVIR EN EL PAÍS DE NACIMIENTO

Cuatro cuerpos legales principales se dictaron con el obje-

to de implementar políticas de reparación asociadas con la 

diáspora chilena. La primera de estas normas creó la Ofi cina 

Nacional del Retorno –ONR–95; la segunda se refi rió a la 

concesión de franquicias aduaneras para aquellas personas 

90 Programa Contacto de Canal 13. 4 de octubre de 2011.
91 Ofi cio Jefe de Ofi cina de Exonerados Políticos. Ordinario N° 20.183 

recibido el 3 de octubre de 2011.
92 Causa Ruc 10110020995 Séptimo Juzgado de Garantía.
93 Ofi cio Jefe de Ofi cina de Exonerados Políticos. Ordinario N° 20.183, 

op. cit. 
94 “Con la participación del Ministro del Interior y Seguridad Pública, 

Rodrigo Hinzpeter, y del Subsecretario del ramo, Rodrigo Ubilla, la 
Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados inició su investiga-
ción respecto de las posibles irregularidades en el proceso de otorga-
miento de benefi cios previsionales a exonerados políticos”. En http://
www.camara.cl/prensa/noticias_detalle.aspx?prmid=46690, 17 de 
octubre de 2011. 

95 Ley N° 18.994 publicada en el Diario Ofi cial el 20 de agosto de 1990.
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3califi cadas como exiliados/as por la Ofi cina96; la tercera está 

referida al reconocimiento para el ejercicio profesional97, y 

la última de las leyes concedió benefi cios a los deudores 

del Banco del Estado de Chile que obtuvieron créditos en 

el marco del programa para el establecimiento por cuenta 

propia de chilenos retornados desde el exilio98. 

La Organización Nacional del Retorno funcionó desde 

agosto de 1990 hasta septiembre de 1994. Su propósito 

fundamental fue el de proponer e impulsar planes, progra-

mas y proyectos dirigidos a facilitar la reinserción social de 

los/as exiliados y su núcleo familiar. Para efectos de la ley 

se entendió por exiliado/a a todas la personas condena-

das por los Consejos de Guerra y otros tribunales milita-

res, cuyas penas privativas o restrictivas de libertad fueron 

conmutadas por extrañamiento; todas aquellas que habían 

sido objeto de expulsión y/o prohibición de reingreso por 

resolución administrativa; aquellas a quienes se les había 

concedido el estatus de refugiado bajo la Convención de la 

ONU o por terceros países; personas que abandonaron el 

país por ser exoneradas de sus funciones laborales y luego 

se les denegó el permiso para reingresar ; familias de estas 

personas cuando habían residido en el extranjero durante 

un mínimo de tres años. Al término de su mandato, la Ofi -

cina dio cuenta de la atención a 52.557 personas (18.042 

jefes de hogar más 34.515 integrantes del grupo familiar)99. 

En materia de reinserción laboral se proporcionaron opor-

tunidades laborales a 19.834 personas100.

Dentro de las medidas de reparación que se implemen-

taron, una de ellas estuvo destinada a un grupo de per-

sonas retornadas desde Alemania mediante un Convenio 

de Cooperación Financiera (1990) entre ese país y Chile. 

El Convenio estipulaba la concesión de créditos con el fi n 

de contribuir al establecimiento por cuenta propia de las 

personas retornadas de dicho país, y a la reintegración pro-

fesional, así como al mejoramiento de la situación laboral. 

96 Ley N° 19.128 publicada en el Diario Ofi cial 07 de febrero de 1992.
97 Ley N° 19.074 publicada en el Diario Ofi cial el 28 de agosto de 

1991 posteriormente modifi cada por la Ley Nº 19.248 de 30 de sep-
tiembre de 1993.

98 Ley Nº 19.740 publicada en el Diario Ofi cial el 30 de junio de 2001.
99 Fuente: cifras ofi ciales reporteadas en La Segunda, 9 de septiembre 

de 1994, y citadas en Lira (2006).
100 Lira, Elizabeth y Loverman, Brian; Políticas de reparación Chile 

1990-2004. Lom Ediciones. Santiago. 2005, pág. 265.

Dicho programa fracasó en su objeto de reparar el daño 

ocasionado con motivo del exilio, al conceder créditos con 

garantías hipotecarias, sin seguro de desgravamen, y respecto 

de proyectos de emprendimiento inviables fi nancieramente, 

lo que condujo al endeudamiento y posterior ejecución de 

bienes de un grupo de retornados/as cuyas propiedades fue-

ron rematadas101. 

MEDIDAS DE REHABILITACIÓN

El Programa de Reparación y Atención Integral de Salud 

para las Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos –en 

adelante PRAIS– nace en el año 1991 como consecuencia 

de las recomendaciones emanadas del Informe de la Comi-

sión Rettig y está orientado a la atención integral de la salud 

física y mental en el ámbito individual, grupal, familiar y so-

cial de las personas víctimas de la represión política. Los/as 

usuarios/as de este Programa tienen derecho a la gratuidad 

de las prestaciones médicas que se otorgan en los estableci-

mientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud Pública 

y los adscritos, como los consultorios municipales. 

Se trata de la medida de reparación con más amplia co-

bertura, que incluye a todas las categorías de víctimas ofi -

cialmente reconocidas y su grupo familiar : Familiares de 

Detenidos Desaparecidos y Ejecutado Políticos; víctimas de 

prisión política y tortura; retornados del exilio; exonerados 

políticos; personas que trabajaron en la protección de los 

derechos humanos por un período continuo de 10 años; 

personas que vivieron la relegación y otras situaciones que 

el equipo PRAIS evalúe como prioritarias de acuerdo a lo 

señalado en la Norma Técnica. Según el Ministerio de Salud, 

a febrero de 2011 había 606.347102 usuarios/as acredita-

dos/as a lo largo del territorio nacional. Esta cifra aumentará 

en atención a los resultados proporcionados por la Comi-

sión Asesora para la Califi cación de Detenidos Desapare-

cidos, Ejecutados Políticos y Victimas de Presión Política y 

Tortura en este año. 

101 No obstante dictarse la Ley Nº 19.740 que otorgó benefi cios a los 
deudores, el problema persistió, lo que llevó a que la Comisión de 
Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la Cámara de 
Diputados emitiera un informe en el año 2006, que recomendaba en-
tre otras medidas que se suspendiera por parte del Banco del Estado 
la ejecución de los créditos. Cámara de Diputados, Sesión 4, de 21 
de marzo de 2006, pág. 41.

102 Ministro de Salud. Ordinario N° C11/2744, de 19 de agosto de 2011.



VIOLACIONES MASIVAS, SISTEMÁTICAS E INSTITUCIONALIZADAS A LOS DERECHOS HUMANOS EN EL PERÍODO 1973-1990 / AlGuNAS mEDIDAS DE rEPArACIÓN INDIVIDuAl

264

Entre los principales desafíos que enfrenta el PRAIS está el 

de mejorar la oportunidad de acceso y las coberturas a las 

prestaciones de salud. 

LA REPARACIÓN SIMBÓLICA A TRAVÉS DE 
LA EDUCACIÓN

En el marco de una reparación integral, la reparación sim-

bólica busca reconocer a las víctimas en su dignidad, pre-

servando la memoria de las violaciones ocurridas, a la vez 

que previniendo su no repetición en el futuro. Dentro de 

este amplio y rico campo de iniciativas las políticas de la 

memoria (memoriales, monumentos, sitios de memoria) y la 

educación en derechos humanos, incluida la memoria sobre 

dichas violaciones, son las que con más fuerza impactan en 

las nuevas generaciones fomentando una convivencia de-

mocrática y respetuosa de los derechos humanos. 

El INDH se concentra este año en el campo de la educación 

en derechos humanos y se reserva para el próximo informe 

anual el tratamiento de las políticas de memoria.

Consistente con las recomendaciones realizadas en el Infor-

me Rettig103, la educación formal ha ido integrando progresi-

vamente la educación en derechos humanos en sus objetivos 

y contenidos. Los hechos referidos a las violaciones masivas 

y sistemáticas a los derechos humanos estuvieron implíci-

tamente incorporados al currículum hasta su ajuste el año 

2009104. Este nuevo marco curricular incorporó en el sector 

de aprendizaje de Historia, Geografía y Ciencias Sociales, en 

6° básico, I, III y IV medio, elementos que guardan directa 

relación con los temas de violaciones masivas y sistemáticas, 

como el terrorismo de Estado y el reconocimiento que el 

“gobierno militar infringió los derechos humanos”, enmar-

cándolo además en el contexto latinoamericano y trabaján-

dolo desde la memoria social. Sin embargo, los programas de 

estudio de III y IV medio, que son los que más profundizan 

en los temas de las violaciones masivas y sistemáticas de 

derechos humanos de las décadas del 70 y 80, no han sido 

implementados, dado que no se cuenta aún con programas 

aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

103 Informe Nacional de la Comisión Nacional de Verdad y Reconcilia-
ción. Volumen I, Tomo 2, págs. 1291 y ss.

104 Decreto Supremo N° 256 y 254, de educación básica y media, res-
pectivamente.

Por su parte, el Ministerio de Educación inició un proceso 

de reformulación curricular en el marco del proceso de im-

plementación de la Ley N° 20.370 General de Educación, el 

que ha tenido efectos regresivos en el tratamiento de los te-

mas de derechos humanos en general, y en particular, en el 

referido a las violaciones sistemáticas a los derechos huma-

nos en la historia reciente, que afectan negativamente a las 

medidas de reparación simbólica, dado que se ha vuelto a 

una formulación genérica que dice relación con el quiebre y 

la recuperación de la democracia, sin mencionar en ninguno 

de sus elementos la violencia de Estado. El INDH ha hecho 

llegar estas observaciones al Ministerio de Educación105 y al 

Consejo Nacional de Educación106, para que esta situación 

sea corregida. Si bien el Ministerio de Educación ha modifi -

cado su propuesta original reforzando el marco de obliga-

ciones del Estado en la garantía de derechos humanos, sólo 

ha entregado información parcial sobre los cambios –pese a 

los requerimientos de acceso al documento defi nitivo–107, la 

que no incluye referencias a cómo se aborda el período del 

quiebre y recuperación de la democracia. 

El currículum escolar puede profundizar más en el análisis 

crítico de las situaciones de vulneración de derechos hu-

manos por parte del Estado, cumpliendo una función de 

garantía de no repetición. Los cambios en las bases curricu-

lares no pueden dar pie al olvido, siendo un imperativo la 

explicitación de objetivos y contenidos enfocados en esta 

dimensión de la reparación y el fortalecimiento de una cul-

tura respetuosa de los derechos humanos.

Pese a las limitaciones curriculares ya señaladas, los textos 

escolares que distribuye el Ministerio de Educación han ten-

dido a abordar de manera breve pero explícita el tema de 

las violaciones sistemáticas de derechos humanos aconteci-

das en la dictadura militar. Este es un elemento de la política 

educacional que tiene un fuerte impacto en el cierre de 

la brecha entre el currículum prescrito y el aplicado, dado 

que es este instrumento el que orienta el quehacer en el 

aula de muchas comunidades educativas. Este material es 

distribuido al 93% de los establecimientos educacionales del 

105 Ofi cio Ord. N°303, del 6 de junio de 2011.
106 Ofi cio Ord. N° 554 del 8 de septiembre de 2011
107 Ofi cio Ord. N° 673, del 7 de noviembre de 2011, en que reitera la 

solicitud del documento comprometido en el Ofi cio Ord. N° 448 del 
13 de septiembre de 2011, entregado por el Ministerio de Educación.
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3país, dado que se hace entrega de textos tanto en estableci-

mientos municipales como particulares subvencionados, por 

lo que representa un espacio de alta relevancia en la acción 

estatal en el campo de la educación.

En una revisión realizada por el INDH de los textos utiliza-

dos los años 2007 y 2008, así como en los vigentes el año 

2011, se constató una integración de información referida a 

las violaciones sistemáticas a los derechos humanos, tanto en 

los textos de educación básica como de educación media. 

Sin embargo, la profundidad con que se abordan los temas 

y el marco refl exivo de su tratamiento varían. La formación 

de las nuevas generaciones, si bien puede reconocer visio-

nes historiográfi cas o interpretaciones del pasado reciente 

diferentes, no puede renunciar a las premisas de respeto a 

la dignidad del ser humano, siendo imprescindible que el 

proceso de revisión de los textos escolares sea extremada-

mente riguroso y sensible al enfoque de derechos humanos. 

En los textos vigentes al 2011, la presentación temática de la 

unidad incorpora de mejor manera el enfoque de derecho 

que versiones de años anteriores, como lo constatan los 

estudios realizados por el propio INDH108. En los textos de 

2º medio, sin embargo, se produce una situación compleja 

derivada de los procesos de elegibilidad de textos. Así, se 

ponen a disposición de las escuelas textos disímiles: unos 

en los que las violaciones de derechos humanos apenas son 

mencionadas y otros en la que existen acápites específi cos 

para ellos. Esto refuerza los espacios de discrecionalidad o 

la posibilidad de omisión de estos temas en algunas comuni-

dades escolares, evidenciando que se carece de un estándar 

mínimo de inclusión temática y que el enfoque de derechos 

humanos no está siendo relevado en los criterios de evalua-

ción de los textos escolares que distribuye el Estado. 

En cuanto a la educación en derechos humanos, ésta ha 

encontrado como difi cultad estructural la escasa formación 

de los docentes para la enseñanza de estas materias y en-

foques. Las actuales mallas curriculares de las carreras de 

108 Así, el texto para 6° básico (MN, pp.191-203), respondiendo al 
ajuste curricular, presenta en este texto el tema de las graves vio-
laciones de manera explícita, abordándolo no solo como contenido 
de un hecho histórico, sino que promoviendo un análisis desde un 
marco respetuoso de los derechos humanos, a través de actividades 
de refl exión que reconocen diferentes visiones históricas y familia-
res sobre las cuales hay que dialogar, sin abandonar un marco de 
reconocimiento y respeto a los derechos humanos.

pedagogía no han integrado estos elementos en un espa-

cio relevante de la formación de los futuros docentes. De 

hecho, de las 40 carreras de Educación Básica acreditadas, 

sólo tres cuentan con cursos referidos a historia chilena del 

siglo XX, donde eventualmente podrían recibir formación 

referida a las violaciones a los derechos humanos. En lo que 

respecta a la formación inicial docente de los/las profeso-

res/as de enseñanza media, para el sector de aprendizaje 

de Historia, Geografía y Ciencias Sociales, de las 31 carre-

ras acreditadas, el 77% cuenta con uno o más cursos de 

formación referidos a historia reciente o contemporánea 

a nivel latinoamericano o chileno, pero solo cinco cuentan 

con curso específi co de derechos humanos, aun cuando 

existen cursos de educación cívica o formación ciudadana 

en las mallas de otras siete carreras.

Adicionalmente, el Centro de Perfeccionamiento, Experi-

mentación e Investigaciones Pedagógicas, dependiente del 

Ministerio de Educación, no ha contemplado estándares 

disciplinares claros109 en materias de derechos humanos, 

trabajándose más bien desde una noción de valores y con 

total ausencia de los que refi eran a la memoria histórica, 

relevantes desde el punto de vista de la no repetición de 

violaciones sistemáticas de derechos humanos y de críme-

nes de lesa humanidad. 

FUERZAS ARMADAS, DE ORDEN Y 
SEGURIDAD

Las Fuerzas Armadas, así como Carabineros y Policía de In-

vestigaciones cuentan con procesos regulares de formación 

y procesos de especialización para personal de distintos 

rangos. Los programas de estudio son defi nidos por cada 

una de las instituciones y ramas, de manera autónoma y sin 

articulación o directrices generales comunes, situación que 

responde a la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas 

Armadas (art. 18).

109 En el documento ofi cial Estándares Orientadores para Egresados 
de Carreras de Pedagogía en Educación Básica. Estándares Peda-
gógicos y Disciplinarios (Mineduc, junio 2011, pp. 129-132), se han 
contemplados estándares indirectamente relacionados con los temas 
de derechos humanos: “Comprende los conceptos fundamentales de 
las Ciencias Sociales relacionados con formación Ciudadana, iden-
tidad cultural y organización económica” y “Es capaz de promover 
en los estudiantes competencias cívicas y ciudadanas para la demo-
cracia”.
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En la última década, las FF.AA. han actualizado sus procesos 

formativos, al igual que Carabineros y la Policía de Investi-

gaciones, con interesantes procesos de revisión curricular 

al menos en estas dos últimas instituciones, las que han in-

tegrado cursos específi cos de derechos humanos e incluso 

se han hecho asesorar por órganos regionales y del sistema 

universal de promoción y protección de derechos. 

En general, las instancias formativas en derechos humanos 

que se desarrollan en las FF.AA. de Orden y Seguridad abor-

dan temas de doctrina de derechos humanos y hacen espe-

cial referencia a la Declaración Universal, excepto en Cara-

bineros de Chile cuyos planes contemplan mayor diversidad 

de temáticas en derechos humanos. 

Aproximadamente la mitad de las capacitaciones que se de-

sarrollan en torno al Derecho Internacional Humanitario, 

incluyen a lo menos un tema de directa y explícita relación 

con Derechos Humanos y la Declaración Universal. 

Los temas derivados de la Convención contra la Tortura, 

Tratos Crueles, Inhumanos y Degradante están ausentes, 

pese a que el Comité contra la Tortura hizo observacio-

nes específi cas sobre la formación de las FF.AA. al Estado 

de Chile en los años 2004 y 2009110. Sólo se aborda en 

una instancia formativa en Carabineros y no hay referencia 

identifi cable en ningún curso (ni siquiera a nivel de tema) 

en la formación de las Fuerzas Armadas. Adicionalmente, y 

pese a que hay un curso de Historia Militar, no hay mención 

a las violaciones sistemáticas a los derechos humanos, y los 

programas que revisan casos no hacen referencia explícita a 

las situaciones vividas por nuestro país en las décadas del 70 

y 80. Por lo tanto, no queda claramente establecido que los 

procesos formativos de las Fuerzas Armadas, Orden y Se-

guridad estén encaminados hacia las garantías de no repeti-

ción, dado que se trabajan los derechos humanos desde un 

enfoque discursivo y normativo ajeno al quehacer práctico 

y cotidiano de los uniformados. De hecho, cerca del 70% de 

las instancias formativas de ofi ciales y subofi ciales no con-

templan de manera explícita este tema. Esta situación es aún 

más aguda en el caso de la Armada y de la Fuerza Aérea, 

dado que en la información recabada no pudo identifi carse 

110 Comité contra la Tortura, con fecha 14 de junio de 2004, punto 7; Co-
mité contra la Tortura CAT/C/CHL/CO/5, 14 de mayo 2009, punto 13.

la inclusión de temáticas del rol de las Fuerzas Armadas en 

el marco de los derechos humanos. Así, las obligaciones del 

Estado en cuanto a utilizar los mecanismos educativos como 

garantía de no repetición son aún débiles.

La formación de agentes de Estado, particularmente en 

aquellos en que se han delegado funciones que implican 

hacer un uso legítimo de la fuerza, requiere ser actualizada 

y profundizada, tanto a nivel de contenidos, como de los 

enfoques con que esta formación es abordada. Esta reno-

vación curricular implica entender los derechos humanos 

como parte fundamental de las funciones de las Fuerzas 

Armadas de Orden y Seguridad, aplicada a sus realidades 

cotidianas de actuación en su función de seguridad pública, 

pero también en referencia a sí mismos, como ciudadanos. 

El reconocimiento de las violaciones de derechos humanos 

juega en ese sentido un papel clave para delimitar el accio-

nar legítimo del no legítimo que tienen las Fuerzas Armadas, 

de Orden y Seguridad, y el establecimiento de compromi-

sos institucionales férreos en la no repetición de este tipo 

de hechos, por lo que deben ser asumidos en el proceso 

formativo de los nuevos contingentes, en todos sus niveles, 

ramas y grados. 
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RECOMENDACIONES AL ESTADO DE CHILE

rEComENDACIoNES GENErAlES

En cumplimiento de las facultades que otorga la Ley 

Nº 20.405, el INDH realiza aquí recomendaciones gene-

rales para el debido resguardo y respeto de los derechos 

humanos (ar tículo 3), que complementan aquellas que 

se realizan en materias específicas para cada capítulo del 

presente Informe Anual 2011.

Estas recomendaciones están dirigidas a todos los poderes 

del Estado y hacen referencia a dimensiones transversales, 

dentro de las que se pueden enmarcar aquellas planteadas 

para cada apartado. Las mismas buscan contribuir a mejo-

rar la comprensión, análisis y gestión de materias que im-

pactan en el ejercicio y garantía de los derechos humanos 

en el país.

1. Generar información crítica en materia de derechos 

humanos. No es posible evaluar áreas sensibles en de-

rechos humanos, por carencia o insufi ciencia de infor-

mación especializada por parte de los organismos es-

tatales. El INDH reitera su llamado a que los distintos 

poderes del Estado produzcan información en áreas y 

asuntos que tienen impacto en los derechos humanos, 

especialmente desagregada por género, edad, perte-

nencia étnica, necesidades especiales, orientación se-

xual y nacionalidad, entre otras categorías. 

2. reforzar la institucionalidad en derechos humanos. 

El Informe 2010 hizo referencia a la necesidad de 

fortalecer la institucionalidad en derechos humanos, 

la que continúa pendiente en los mismos términos. 

Por ello, y sin perjuicio de las recomendaciones es-

pecífi cas en la materia, se reiteran las siguientes reco-

mendaciones: i) creación del Mecanismo Nacional de 

Prevención de la Tortura, ii) creación de Defensoría 

del Pueblo u Ombudsperson, iii) aprobación de la ley 

antidiscriminación acorde a estándares internaciona-

les en derechos humanos, iv) agilizar la ratifi cación del 

Protocolo Opcional de la Convención sobre la Elimi-

nación de Todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer, de la Convención sobre el Estatuto de los 

Apátridas y la Convención para Reducir los Casos de 

Apatridia, de la Convención sobre la Imprescriptibi-

lidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes 

de Lesa Humanidad, y de la Convención Internacional 

contra el Reclutamiento, la Utilización, la Financiación 

y el Entrenamiento de Mercenarios. 

3. Promover una cultura de derechos humanos. Los 

distintos poderes del Estado deben contribuir a con-

solidar una cultura respetuosa de los derechos hu-

manos en el país. Esto requiere realizar campañas de 

difusión pública que fomenten el respeto a los dere-

chos de todas las personas, sin discriminación. Ade-

más, se deben realizar de manera permanente cursos 

de formación en derechos humanos destinados a to-

das las personas que se desempeñan en la gestión 

pública, a los fi nes de garantizar su conocimiento e 

incorporación en las acciones que desarrolla cada 

ámbito específi co del Estado. 

4. Implementar medidas en favor de la igualdad y la no 

discriminación. Los poderes públicos deben tener 

en especial consideración las condiciones estructu-

rales o circunstanciales de vulnerabilidad en que se 
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encuentran cier tos grupos con el fi n de erradicarlas, 

entre otras, a través de medidas de acción afi rmativa 

dirigidas a grupos discriminados. En particular, las mu-

jeres, los pueblos indígenas, los niños, niñas y adoles-

centes, los adultos mayores, las personas migrantes, 

las personas con necesidades especiales, las personas 

privadas de libertad y las personas con orientación 

sexual o identidad de género diversas, entre otros. 

5. Fortalecimiento de mecanismos de participación 

ciudadana. Es necesario que los procesos de diseño, 

implementación y control de políticas, planes y progra-

mas incorporen procesos de participación ciudadana, 

que faciliten el diálogo, la colaboración y la efectividad 

de los mismos.

rEComENDACIoNES ESPECÍFICAS 

1. DERECHOS DE LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE LIBERTAD 

• Se urge a los poderes del Estado a mejorar las condi-

ciones carcelarias. Se reitera la recomendación plan-

teada en el Informe 2010, referida a la necesidad de 

que los poderes del Estado avancen en la reforma al 

sistema penitenciario a fi n de que supere las condi-

ciones indignas en que viven las personas privadas de 

libertad. Se requiere abrir una discusión pública sobre 

el uso racional de la pena privativa de libertad, la po-

lítica penitenciaria y criminal en Chile, en busca de un 

modelo que proteja y garantice los derechos funda-

mentales de las personas privadas de libertad.

• El Poder Ejecutivo debe sustituir el Reglamento de 

Establecimientos Penitenciarios a la luz de la Constitu-

ción y de los estándares internacionales en derechos 

humanos con el objeto de modifi car toda regulación 

que sea contraria a estas. Debe prestarse especial 

atención al régimen de celdas de aislamiento. 

• Tanto el Poder Ejecutivo como Legislativo deben dar 

urgencia a proyectos de ley que refuercen y amplíen 

medidas alternativas efi caces a la pena privativa de li-

bertad.

• El Poder Ejecutivo y Legislativo deben desarrollar una 

política pública con recursos sufi cientes para garanti-

zar mejores oportunidades de rehabilitación y rein-

serción.

• El Poder Judicial debe garantizar el principio de ino-

cencia y su consecuencia procesal, la libertad provisio-

nal. En consecuencia, deberá limitarse el uso de la pri-

sión preventiva a los casos estrictamente permitidos 

por la Constitución y los tratados internacionales de 

derechos humanos. 

• Al igual que en el Informe 2010, el INDH reitera la 

recomendación referida a la necesidad de establecer 

tribunales con dedicación exclusiva para supervisar la 

ejecución de las penas privativas de libertad, en espe-

cial aquellas establecidas bajo el sistema de reclusión 

nocturna.

2. DERECHOS DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS

• Se reitera la recomendación en orden a que el Poder 

Ejecutivo y el Congreso Nacional, en consulta con los 

pueblos indígenas, impulsen el reconocimiento consti-

tucional de los derechos de estos pueblos. 

• El Poder Ejecutivo y el Congreso Nacional deben 

implementar el art. 6 del Convenio 169 de la OIT, 

incluida la consulta sobre el mecanismo de consulta, 

de manera de garantizar la legalidad y legitimidad del 

procedimiento.

• Los poderes del Estado deben garantizar el derecho 

de propiedad y posesión de los pueblos originarios 

sobre las tierras y territorios que tradicionalmente 

han ocupado y establecer mecanismos adecuados 

para su determinación, protección y restitución.

• El Poder Ejecutivo y el Legislativo deben avanzar en la 

creación de un estatuto de autonomía para Rapa Nui.

3. DERECHO A LA EDUCACIÓN

• El Estado, en su rol de garante del Derecho a Educa-

ción debe avanzar en reconocer y afi anzar mecanismos 

para su exigibilidad. En este sentido, se recomienda al 
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Poder Legislativo avanzar en el fortalecimiento de las 

tutelas constitucionales del derecho a la Educación.

• A fi n de eliminar los mecanismos de exclusión y dis-

criminación existentes en el sistema educacional, las 

autoridades de gobierno deben adoptar las medidas 

necesarias para la aplicación progresiva de la ense-

ñanza gratuita en todos los niveles. Asimismo, deben 

adoptarse las medidas legislativas y administrativas 

tendientes a prohibir mecanismos discriminatorios de 

selección en todos los niveles de enseñanza. Ambos 

esfuerzos deben estar acompañados de un proceso 

de fortalecimiento y mejoramiento de la educación 

pública en todos los niveles.

• Para garantizar el principio de igualdad en el goce del 

derecho a educación de calidad de grupos tradicional-

mente excluidos, las autoridades parlamentarias y de 

gobierno deben tener especial preocupación en desti-

nar recursos sufi cientes para asegurar el acceso a una 

educación de calidad que responda a las necesidades 

de comunidades como la población indígena, la po-

blación rural, las personas con necesidades educativas 

especiales, los privados de libertad y los adultos sin 

escolaridad completa. 

• En el rol fi scalizador del Estado, urge que el gobierno 

refuerce los mecanismos de fi scalización que contri-

buyan a elevar la calidad de la educación que se brinda 

en los establecimientos educacionales, de todos los ni-

veles educativos, para garantizar aprendizajes sufi cien-

tes y relevantes para toda la población, de manera que 

la educación pueda cumplir con su rol de igualación de 

oportunidades y promoción social. 

• El Estado debe promover el desarrollo, mantenimien-

to y la profundización de la educación en derechos 

humanos en los sistemas formal, informal y no formal, 

y evitar cualquier acción que implique un retroceso 

en estas materias. Se insta a las autoridades a buscar 

mecanismos inclusivos y de acceso universal para la 

implementación de acompañamiento a la convivencia 

escolar, de planes de educación sexual, y contención 

de la violencia en la escuela, así como para propiciar el 

reconocimiento, valoración y mantención de la diver-

sidad cultural del país, en todos los niveles educacio-

nales, incluyendo la educación superior.

4. DERECHO A LA MANIFESTACIÓN

• El Estado, a través de sus diversos poderes y organis-

mos, debe fomentar un debate amplio y robusto acer-

ca del concepto de orden público en una sociedad 

democrática, que resguarde el derecho a la manifesta-

ción así como los derechos de terceros. 

• Los poderes legisladores del Estado deben regular 

mediante ley el derecho a reunión, en atención a los 

estándares internacionales en materia de derechos 

humanos.

• Carabineros de Chile debe adecuar sus Protocolos y 

prácticas durante las manifestaciones, a estándares de 

derechos humanos, especialmente en relación con la 

detención de personas.

• En el contexto de las detenciones, Carabineros debe 

agilizar los procedimientos de registro y la puesta en 

libertad de las personas detenidas cuando corresponda.

ACCESo A lA juStICIA

5. RECURSOS DE AMPARO Y 
PROTECCIÓN: MECANISMOS 
DE TUTELA DE DERECHOS 
FUNDAMENTALES

• Los poderes legisladores del Estado deben regular por 

ley los procedimientos de los recursos de protección 

y amparo.

• Los órganos del Estado deben garantizar la asistencia 

jurídica para las personas que solicitan el amparo o 

la protección de modo de garantizar el acceso a la 

justicia.

6. JUSTICIA MILITAR

• Se reitera la recomendación referida a dar pleno cum-

plimiento a la Sentencia en el caso Palamara Iribarne 

vs. Chile, en el sentido de restringir su competencia 



INFORME ANUAL 2011 / rEComENDACIoNES Al EStADo DE CHIlE

272

material a delitos de función militar que excluya toda 

posibilidad de investigar y eventualmente sancionar 

delitos comunes, y se aplique únicamente a personal 

militar.

7. LEY QUE DETERMINA Y SANCIONA 
CONDUCTAS TERRORISTAS

• Se reitera la recomendación a los poderes colegislado-

res en orden a que introduzcan reformas sustantivas a 

la Ley N° 18.314 con el fi n de adecuar dicho cuerpo 

normativo a los estándares internacionales que rigen 

en la materia. En particular, se debe restituir al juez de 

garantía el control de califi cación de los hechos como 

conductas terroristas. 

• Mientras dicha reforma no se materialice, los órganos 

del Estado deben abstenerse de invocar y/o aplicar 

una norma que presenta una afectación a los dere-

chos humanos.

8. ACCESO A LA JUSTICIA PARA LAS 
MUJERES

• El Poder Ejecutivo debe procurar la implementación 

de una política pública comprehensiva y articulada 

que contenga las dimensiones de prevención, sanción 

y erradicación de la violencia contra las mujeres, a fi n 

de dar una respuesta integral al problema que incluya 

campañas públicas permanentes.

• El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial tienen la obliga-

ción de generar información estadística de manera tal 

que se pueda conocer la magnitud de la violencia y el 

femicidio en el país. 

• Se reitera la necesidad de que el Estado promueva 

programas de formación en derechos humanos y gé-

nero, particularmente en el Poder Judicial y el Minis-

terio Público. 

DErECHoS ECoNÓmICoS, 
SoCIAlES Y CulturAlES

9. DERECHO AL TRABAJO Y DERECHOS 
LABORALES

• Los poderes del Estado deben reforzar, a nivel cons-

titucional y legal, la defi nición del derecho al trabajo 

y de los derechos laborales acorde a los estándares 

internacionales en derechos humanos, en especial a lo 

establecido por la OIT en sus Convenios.

• Los poderes legisladores del Estado deben adoptar 

todas las medidas necesarias para erradicar toda dis-

criminación de la normativa laboral, en especial la re-

lacionada con el alto porcentaje de nacionales que se 

exige en cada empresa y con el régimen laboral de las 

personas trabajadoras domésticas. 

• Los poderes del Estado deben reforzar la aplicación 

de la Ley N° 20.348 que resguarda el derecho a la 

igualdad en las remuneraciones, con medidas que ase-

guren su adecuada fi scalización.

• Los poderes del Estado deben adecuar la legislación 

para garantizar el ejercicio de los derechos colectivos 

en el trabajo, especialmente la reforma normativa al 

artículo 381 del Código del Trabajo –que permite el 

reemplazo durante la huelga–, la negociación colectiva 

y la sindicalización.

10. DERECHO A LA SALUD 

• Poder Ejecutivo debe hacer efectivo el principio de uni-

versalidad del régimen de garantías explícitas en salud 

en los términos de acceso, calidad, oportunidad y costo. 

• El Poder Ejecutivo debe tomar las medidas necesarias 

para que la atención primaria de salud efectivamente 

constituya la base principal del sistema de salud. 

• Se reitera la recomendación al Ministerio de Salud para 

que promulgue en el corto plazo el reglamento de la 

Ley N° 20.418 que Fija Normas sobre Información, 

Orientación y Prestaciones en Materia de Regulación 

de la Fertilidad. 
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11. DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE 
LIBRE DE CONTAMINACIÓN 

• El Poder Ejecutivo y Legislativo deben acelerar la tra-

mitación del proyecto de ley que crea los Tribunales 

ambientales, para canalizar las demandas y resolverlas 

en cortes especializadas. 

• Resulta urgente que el Poder Ejecutivo promulgue y 

publique el reglamento del Sistema de Evaluación de 

Impacto Ambiental (SEIA) de manera que la partici-

pación ciudadana en la evaluación de los proyectos, 

políticas o normas ambientales o que tengan impacto 

ambiental, se garantice de acuerdo con las disposicio-

nes de la legislación ambiental. 

• En materia de derecho a la información, el Poder Eje-

cutivo debe garantizar y proteger el derecho de la po-

blación en general y de las comunidades que pudieran 

verse directamente afectadas por proyectos de inver-

sión, a acceder a información comprensible respecto de 

los impactos ambientales que estos pueden provocar. 

Entre otras medidas, es necesario que el Sistema Na-

cional de Información Ambiental alcance su pleno de-

sarrollo de acuerdo a las exigencias que establece la ley.

IGuAlDAD Y No 
DISCrImINACIÓN

12. DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
NECESIDADES ESPECIALES

• Todos los poderes del Estado deben garantizar la 

efectiva implementación de la Ley N° 20.422 que es-

tablece normas sobre igualdad de oportunidades e 

inclusión social de las personas con discapacidad. En 

ese contexto se deben aprobar dentro de un plazo 

razonable los reglamentos pendientes de manera de 

completar el marco normativo. 

• El Poder Ejecutivo debe garantizar que los principios 

de vida independiente, accesibilidad universal, diseño 

universal, intersectorialidad, participación y diálogo so-

cial sean efectivamente respetados a fi n de asegurar la 

inclusión social, y fi scalizar su efectiva aplicación. 

• El Poder Ejecutivo debe garantizar que el Plan Na-

cional sobre las personas con necesidades especia-

les considere la difusión de la Declaración Sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad y la 

Ley N° 20.422. 

13. DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS 
MAYORES

• El Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo deben reformar 

los mecanismos y procesos de interdicción que afectan 

a las personas mayores de manera que estos cumplan 

con los estándares internacionales en la materia. 

• El Poder Ejecutivo debe revisar la legislación que regu-

la el ingreso a establecimientos geriátricos o de larga 

estadía, para que el procedimiento tenga en cuenta la 

voluntad de las personas adultas mayores directamen-

te involucradas. 

• El Poder Ejecutivo requiere revisar la política pública 

a los fi nes de dar especial atención, dentro del grupo 

de personas adultas mayores, a aquellos factores que 

refuercen su vulnerabilidad –como el sexo, la perte-

nencia étnica y la situación socioeconómica–.

14. DERECHOS DE LAS PERSONAS 
MIGRANTES

• Se recomienda el debate y la adopción de una nueva 

legislación migratoria actualizada conforme a los es-

tándares de derechos humanos en la materia. El Poder 

Legislativo debe tener en cuenta durante la discusión 

del proyecto a las organizaciones de migrantes y de 

las organizaciones de la sociedad civil especialistas en 

la materia. 

• El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial deben avanzar en 

la producción de información sobre la situación de la 

población migrante que incluya estimaciones sobre la 

población migrante en situación irregular, desagregada 

por sexo y nacionalidad, entre otras. 

• El Poder Ejecutivo debe impulsar una fi scalización acti-

va que prevenga la vulneración de derechos de la po-

blación migrante, particularmente aquella que no tiene 



INFORME ANUAL 2011 / rEComENDACIoNES Al EStADo DE CHIlE

274

su situación migratoria regularizada. Especial atención 

debe darse a las relaciones laborales, así como al cum-

plimiento de las disposiciones en salud y educación.

• Respecto de la población que solicita refugio en Chile, 

se reitera al Poder Ejecutivo el deber de garantizar 

que todas las personas que señalan tener una nece-

sidad de protección internacional puedan acceder al 

territorio y al procedimiento de reconocimiento de la 

condición de refugiado. Igualmente, el gobierno debe 

continuar con el programa de reasentamiento solida-

rio reanudando las misiones para identifi car refugia-

dos/as en la región que podrían reasentarse en Chile.

15. TRATA DE PERSONAS

• El Poder Ejecutivo debe crear un registro único de 

información sobre la Trata de personas en el país, y 

desarrollar estudios cualitativos sobre las característi-

cas y condiciones particulares del problema. 

• El Poder Ejecutivo debe desarrollar campañas sosteni-

das que sensibilicen a la población sobre el fenómeno 

e informen a las víctimas sobre sus derechos y posibi-

lidades de protección por parte del Estado. 

16. DERECHOS DE NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES

• Los poderes del Estado deben generar información 

actualizada acerca de la situación del trabajo infantil 

en Chile para establecer un diagnóstico adecuado y 

adoptar las medidas correspondientes.

• Se reitera la recomendación en orden a que los pode-

res del Estado adopten medidas administrativas, judi-

ciales y legislativas pertinentes y efi caces con el objeto 

de erradicar el trabajo infantil, con particular énfasis en 

las formas de explotación económica, laboral y sexual 

de niños, niñas y adolescentes.

• Los poderes públicos deben resguardar el principio 

de inocencia y el derecho a la libertad provisional de 

manera de restringir el uso de la prisión preventiva en 

el marco de la Ley de Responsabilidad Penal Adoles-

cente. Asimismo, los poderes públicos deben garanti-

zar que las sanciones en casos de infracción a la ley, 

respondan a los fi nes socioeducativos y de plena inte-

gración social que la informan.

• El Poder Ejecutivo debe reforzar y ampliar los pro-

gramas y planes de rehabilitación y resocialización de 

menores, de manera de prepararlos para su plena in-

tegración en la sociedad.

17. DIVERSIDADES SEXUALES 

• Se reitera al Poder Ejecutivo y al Legislativo la necesi-

dad de avanzar en el reconocimiento de los derechos 

civiles de estas personas. El Poder Legislativo debe 

mantener las categorías sospechosas de discrimina-

ción aceptadas en materia de derechos humanos.

• Se insta al Poder Legislativo a reponer en el proyecto 

de ley sobre discriminación la adopción de medidas 

afi rmativas que ayuden a transitar hacia una igualdad 

sustantiva y el pleno ejercicio de los derechos de estas 

personas.

• El Poder Ejecutivo debe realizar campañas públicas 

que contribuyan a modifi car los mitos y estereotipos 

sobre la orientación sexual y la identidad de género 

que están en la base de la violencia y la discriminación 

que afecta a las personas sexualmente diversas.

VIolACIoNES mASIVAS, 
SIStEmÁtICAS E 
INStItuCIoNAlIZADAS A loS 
DErECHoS HumANoS EN El 
PErIoDo 1973-1990 

18. VERDAD, JUSTICIA Y REPARACIONES

• Los Poderes Ejecutivo y Legislativo deben garantizar el 

derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación, y en 

esta perspectiva fortalecer la institucionalidad guber-

namental a fi n de garantizar una gestión coordinada y 

permanente de estas políticas. 

• El INDH reitera la recomendación en orden a dar ca-

bal cumplimiento a la sentencia de la Corte IDH en el 
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caso Almonacid Arellano, asegurando que se prive de 

todo efecto jurídico al Decreto Ley de Amnistía. 

• En la perspectiva de garantizar el acceso a la justicia 

de víctimas y familiares, se insta a los tribunales supe-

riores de justicia de abstenerse de aplicar la institución 

de la media prescripción que vulnera el principio de 

imprescriptibilidad de estos crímenes internacionales.

• Los tres poderes del Estado deben garantizar a las víc-

timas y familiares el derecho a una reparación integral, 

incluida la indemnización civil. 

• El Poder Ejecutivo debe avanzar decididamente en 

la integración explícita de la educación en derechos 

humanos, a nivel curricular y de prácticas de aula, en 

todos los niveles y ámbitos de enseñanza, incluidas las 

Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad. 






